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GERMAN MANJARRÉS CABEZAS Y FELIPE RINCÓN  contra EL BANCO DE LA REPÚBLICA
FALLO

De acuerdo con la competencia otorgada por el numeral 1° del artículo 128 del Código Contencioso Administrativo
 y el 13 del Acuerdo 58 de 1999, reformado por el artículo 1 del Acuerdo 55 de 2003, provee la Sala sobre la demanda de nulidad contra los siguientes boletines expedidos por el Banco de la República, que divulgaron los valores diarios de la Unidad de Valor Real – UVR, para los periodos mensuales comprendidos entre el 11 de agosto de 2000 y el 7 de noviembre de 2007, junto con la variación anual de dichos valores y la variación mensual del IPC:     
	Número de boletín
	Fecha
	Número de boletín
	Fecha

	23
	11 de agosto de 2000
	40
	6 de diciembre de 2001

	25
	4 de septiembre de 2000
	02
	8 de enero de 2002

	27
	6 de septiembre de 2000
	08
	8 de febrero de 2002

	30
	6 de octubre de 2000
	11
	11 de marzo de 2002 (sic)
         

	34
	14 de noviembre de 2000

	14
	8 de abril de 2002

	40
	7 de diciembre de 2000
	16
	7 de mayo de 2002

	03
	10 de enero de 2001
	19
	6 de junio de 2002

	08
	9 de febrero de 2001
	25
	8 de julio de 2002

	10
	8 de marzo de 2001
	42
	7 de noviembre de 2002

	12
	6 de abril de 2001
	46
	6 de diciembre de 2002

	16
	10 de mayo de 2001
	03
	8 de enero de 2003

	21
	7 de junio de 2001
	05
	7 de febrero de 2003

	25
	9 de julio de 2001
	32
	6 de agosto de 2002

	28
	8 de agosto de 2001
	37
	6 de septiembre de 2002

	30
	6 de septiembre de 2001
	39
	7 de octubre de 2002

	33
	5 de octubre de 2001
	10
	6 de marzo de 2003

	37
	8 de noviembre de 2001
	13
	8 de abril de 2003

	Número de boletín
	Fecha
	Número de boletín
	Fecha

	17
	6 de mayo de 2003
	37
	8 de septiembre de 2005

	19
	9 de junio de 2003
	40
	7 de octubre de 2005

	24
	7 de julio de 2003
	45
	4 de noviembre de 2005

	28
	8 de agosto de 2003
	47
	6 de diciembre de 2005

	33
	9 de septiembre de 2003
	03
	10 de enero de 2006

	36
	6 de octubre de 2003
	07
	6 de febrero de 2006

	39
	6 de noviembre de 2003
	10
	6 de marzo de 2006

	45
	10 de diciembre de 2003
	13
	4 de abril de 2006
 

	02
	5 de enero de 2004
	16
	5 de mayo de 2006

	05
	9 de febrero de 2004
	23
	5 de junio de 2006 

	08
	8 de marzo de 2004
	28
	7 de julio de 2006

	11
	5 de abril de 2004
	32
	4 de agosto de 2006

	13
	6 de mayo de 2004
	36
	6 de septiembre de 2006

	17
	7 de junio de 2004
	39
	4 de octubre de 2006

	21
	7 de julio de 2004
	42
	3 de noviembre de 2006

	26
	9 de agosto de 2004
	45
	5 de diciembre de 2006

	31
	7 de septiembre de 2004
	02
	5 de enero de 2007

	35
	6 de octubre de 2004
	04
	6 de febrero de 2007

	38
	8 de noviembre de 2004
	07
	6 de marzo de 2007

	43
	9 de diciembre de 2004
	09
	9 de abril de 2007

	02
	4 de enero de 2005
	15
	3 de mayo de 2007

	04
	4 de febrero de 2005
	26
	6 de junio de 2007


	08
	7 de marzo de 2005
	31
	6 de julio de 2007

	12
	7 de abril de 2005
	36
	8 de agosto de 2007

	14
	5 de mayo de 2005
	41
	7 de septiembre de 2007

	19
	7 de junio de 2005
	45
	5 de octubre de 2007

	28
	8 de julio de 2005
	49
	7 de noviembre de 2007

	32
	8 de agosto de 2005
	
	


Posteriormente, en escrito de corrección de la demanda visible en los folios 336 a 337 del c. 1, la solicitud de nulidad se extendió a los siguientes boletines: 
	Número de boletín
	Fecha

	53
	6 de diciembre de 2007

	02
	8 de enero de 2008

	04
	6 de febrero de 2008

	06
	6 de marzo de 2008

	09
	7 de abril de 2008

	14
	7 de mayo de 2008

	22
	6 de junio de 2008

	31
	4 de julio de 2008

	35
	6 de agosto de 2008

	38
	8 de septiembre de 2008

	44 
	7 de octubre de 2008


ANTECEDENTES
Conforme con los artículos 371, 372 y 373 de la Constitución Política, el Banco de la República ejerce las funciones de Banca Central y entre estas las relacionadas con la regulación de la moneda y el crédito, y funge como autoridad monetaria, cambiaria y crediticia que vela por el mantenimiento de la capacidad adquisitiva de la moneda. 
Por disposición del artículo 51 de la Ley 31 de 1992
, los actos generales que expide el Banco deben publicarse en el Boletín autorizado por la Junta Directiva de dicho organismo.   
La Ley 546 de 1999 (art. 3°)
 creó la Unidad de Valor Real - UVR, previendo que su cálculo se realizaría conforme con la metodología establecida por el Consejo de Política Económica y Social - CONPES, organismo coordinador de la política económica en Colombia, encargado de orientarla a nivel macro.
Tal competencia fue declarada inexequible por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-955 de 2000, porque siendo el Banco de la República la autoridad monetaria y crediticia a nivel nacional, era su Junta Directiva la llamada a establecer la metodología para el cálculo de la unidad de cuenta alrededor de la cual funciona el sistema de financiación de vivienda a largo plazo. 

Por Resolución Externa N° 13 del 11 de agosto del 2000 se ejerció dicha facultad y se estableció la metodología para calcular en pesos la Unidad de Valor Real – UVR, previendo que la misma se determinaría diariamente durante el periodo de cálculo con la aplicación de la fórmula UVRt = UVR15* (1+i) t/d; al tiempo, se explicó cada uno de tales factores
.
Al tenor de la misma resolución, el resultado de dicha operación matemática debía divulgarse mensualmente, para cada uno de los días del período de cálculo e informarse con idéntica periodicidad.   
FUNDAMENTOS DE LA DEMANDA

Según el concepto de violación del libelo, los boletines demandados contravienen el artículo 3° de la Ley 546 de 1999 porque, a pesar de haber tomado la Resolución N° 13 de 2000 como marco de referencia, aplican la metodología establecida en el Decreto 234 de 2000
, sin tener en cuenta que el Consejo de Estado lo anuló mediante Sentencia proferida el 1° de septiembre de 2005, dentro del expediente 13903.    
En ese sentido y a la luz de la norma legal señalada, anotan que la inflación es el único factor que puede afectar la UVR y que, no obstante, la metodología aplicada por los boletines demandados refleja un mayor valor al del IPC que certifica el DANE. 

Para corroborar tal afirmación, toman el valor  de la UVR a 15 de septiembre de 2007 por $168.1598, y le restan el valor de la misma unidad a 1 de enero de 2000, por $103.3396, obteniendo un incremento de UVR en 6 años y 9 meses de $64.802 (sic). 
La actualización de ese incremento en términos anualizados, implica dividir su valor entre el del primer día del año de causación del IPC (1° de enero), así: 

“64.8202 x 100 = 62.72% (incremento anualizado)

Vr. UVR  al 01/01/00 = 103.3396”
Los boletines emitidos por el DANE reportan un total de variaciones por los años 2000 a 2007, inclusive, del 49.35%, en tanto que las de los publicados por el Banco de la República ascienden a 62.72% y reflejan un mayor porcentaje cobrado en cada UVR de 13.37%. 
La sentencia C-955 de 2000 condicionó la exequibilidad del artículo 3° de la Ley 546 de 1999 a que el valor real de la UVR incluya exclusiva y verdaderamente la inflación como tope máximo, sin elemento ni factor adicional alguno, de manera que corresponda exactamente al IPC. 
LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
El Banco de la República comenzó por advertir que la demanda contiene apreciaciones subjetivas y erróneas sobre la interpretación y aplicación de la Ley 45 de 1990 y del Decreto 234 de 2000, y que la fórmula adoptada por la Resolución 13 de 2000 y los boletines expedidos con base en esta no generan cobros de interés compuesto, y las variaciones mensuales y anuales de la UVR no son iguales a las variaciones del IPC. 

En ese sentido, esgrimió:    

Los boletines demandados sólo contienen el cálculo matemático de la metodología para determinar el valor en pesos de la UVR, la cual fue adoptada por la Resolución 13 de 2000, cuya nulidad se demandó ante la Sección Cuarta del Consejo de Estado con el argumento de que esa metodología disponía una fórmula de interés compuesto que capitalizaba la UVR y, por ende, el crédito de vivienda a largo plazo.   

El Banco de la República es una entidad de rango constitucional con régimen legal propio. Sus funciones como banco central y las que conciernen a su Junta Directiva como autoridad cambiaria, monetaria y crediticia, se ejercen en el marco de la Ley 31 de 1992 que, además, contiene los distintos instrumentos para regular la circulación monetaria, la liquidez del mercado financiero y el normal funcionamiento de los pagos internos y externos de la economía, velando por la estabilidad de precios.  

El banco combate la inflación mediante su autonomía técnica aplicada a la determinación de las políticas de largo plazo en las materias asignadas a su competencia.  
Diferentes decretos establecieron la forma de calcular la Unidad de Poder Adquisitivo – UPAC, entre los años 1972 y 1992, cuando el artículo 16, literal f) de la mencionada Ley 31 facultó a la Junta Directiva del Banco de la República para fijar la metodología de determinación de los valores en pesos de dicha unidad, en orden a que reflejara los movimientos de la tasa de interés en la economía. 
En virtud de ello se expidieron las Resoluciones Externas 6 y 10 de 1993, 26 de 1994, 18 de 1995, 6 y 8 de 1999 y 13 de 2000, la última de las cuales fijó la fórmula de cálculo de la UVR, que reemplazó a la Unidad de Poder Adquisitivo Constante - UPAC. 
El Consejo de Estado anuló parcialmente el artículo 1º de la Resolución 18 de 1995 (sentencia de 21 de mayo de 1999, exp. 9280), porque el cálculo de la UPAC debía tener en cuenta el índice de precios al consumidor y no únicamente la tasa de interés. 
Previamente a la ejecutoria de dicha providencia se había expedido la Resolución 8 de 1999, que cumplía lo señalado en aquélla, pues a partir de la fluctuación de la corrección monetaria para cada mes, según las tasas de interés de mercado y el resultado de la inflación, dispuso ajustes mensuales de dicho porcentaje para que la corrección promedio fuera equivalente a la inflación promedio, de modo que subiera cuando se incrementara el ritmo anual de crecimiento de precios, y bajara cuando la inflación disminuyera. 
Con la declaratoria de inexequibilidad de algunos apartes del literal f) del artículo 16 de la Ley 31 de 1992, declarada por la sentencia C-383 de 1999, en cuanto preveía un parámetro violatorio de la autonomía técnica de la Junta Directiva del Banco de la República
,  la Resolución externa 10 de 1999 ató la corrección monetaria exclusivamente al comportamiento de la inflación, sin aplicar las tasas de interés como factor de ponderación.
La sentencia C-700 de 1999 declaró inexequibles algunas normas del Decreto 663 de 1993 que estructuraban el sistema UPAC, y viabilizó la adopción de un nuevo régimen que lo sustituyera.
La Ley 546 de 1999 creó el sistema de financiación de vivienda atado a la UVR, estableció créditos con tasa fija de interés durante todo el plazo del préstamo, previó la posibilidad de pago anticipado y prohibió la capitalización de intereses. 
Así mismo, autorizó realizar abonos estatales a los créditos de vivienda a largo plazo, mediante la reliquidación de sus saldos y según el valor en pesos de la UVR publicado para cada uno de los días comprendidos entre el 1 de enero de 1993 y el 31 de diciembre de 1999. De tal publicación se ocupó la Resolución 2896 del mismo año, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Mediante Documento CONPES 3066 de 23 de diciembre de 1999, se estableció la metodología del cálculo de la UVR y se recomendó expedir un decreto que la contemplara, cual fue el 2703 del mismo año, aplicable a partir del 1° de enero de 2000, y en el que se previó que para efecto de la transición de la UPAC a la UVR, una UPAC equivalía a $160.775 UVR a 31 de diciembre de 1999.
La ley también exigió establecer una equivalencia entre la DTF y la UPAC, con el fin de comparar sus comportamientos y otorgarles la misma rebaja; el Decreto 2702 de 1999 previó la metodología para establecer dicha equivalencia y las Circulares Externas 7 y 68 del 2000 impartieron instrucciones sobre la reliquidación de los créditos. 
La sentencia C-955 de 2000 declaró parcialmente inexequible el artículo 3º de la Ley 546 de 1999, porque la Junta Directiva del Banco de la República era la competente para establecer el valor en pesos de la UVR, la cual debía incluir exclusivamente la inflación como tope máximo, en la exacta medida del IPC y sin ningún factor adicional. 
De acuerdo con ello, la Resolución Externa 13 de 2000 fijó la metodología para calcular el valor en pesos de la UVR entre el 11 y el 15 del agosto del 2000, y las Resoluciones 14 y 20 del mismo año establecieron límites a las tasas de interés de los créditos hipotecarios de vivienda a largo plazo. El compendio del régimen de límites a las tasas de interés remuneratorio de esos créditos se encuentra en la Resolución Externa 9 de 2003. 

La metodología señalada se ató exclusivamente a los movimientos de la inflación, como en su momento lo dispuso el Decreto 2703 de 1999. 
La fórmula responde a parámetros eminentemente técnicos y se sujeta exclusivamente a la variación mensual del IPC, como lo ordenó la Corte Constitucional, sin implicar ninguna estructura de tipo de interés (ni simple ni compuesto). Según ella, el cálculo de la UVR toma en cuenta que sus valores diarios se publican mensualmente y van del día 16 de un mes hasta el día 15 del mes siguiente; que en los cinco primeros días de cada mes se publica la variación del IPC del mes inmediatamente anterior; y que esa variación afecta los cálculos diarios, es decir, se repite, los valores del 16 de un mes al día 15 del mes posterior. 

El incremento mensual de la UVR es el mismo del IPC con cierto periodo de rezago, y su variación entre los días 15 de meses sucesivos siempre va a corresponder a la inflación mensual de un mes y medio atrás, por ejemplo, si el 8 de junio de 2004 se calculan los valores de UVR que van del 16 de junio al 15 de julio de 2004, se utiliza la inflación mensual de mayo (0.38%), porque es la que se conoce, de manera que la variación entre la UVR del 15 de julio (144.4341) y la UVR del 15 de junio (143.8873) es de 0.38%.   
En periodos superiores a un mes la variación de la UVR también es igual a la del IPC con mes y medio de rezago, de modo que el cambio de doce meses de la UVR entre el 15 de febrero del 2004 y el 15 de febrero del 2003 corresponde a la inflación anual certificada por el DANE para este último año. 

Es así por tres razones fundamentales: i) al principio de cada mes se desconoce cuanto será la inflación del mismo, lo cual conduce a utilizar la del mes inmediatamente anterior; ii) el cálculo de la UVR se sujeta a la fecha de publicación del IPC, generalmente durante los cinco primeros días de cada mes; y, iii) luego de conocerse la inflación, existe un plazo prudencial para que el sistema financiero reciba y actualice sus bases de datos con los nuevos valores de UVR que se calculan para el mes vigente. 
Los valores de UVR deben calcularse diariamente, porque los desembolsos de créditos y el pago de cuotas de vivienda pueden ocurrir todos los días; ello obligaba a establecer una metodología de cálculo que permitiera repartir la variación mensual del IPC en cambios diarios, de tal forma que al acumularlos se coincidiera con la variación mensual del IPC que se está aplicando.  
La fórmula establecida por la resolución demandada involucra una función geométrica que explica en mejor medida la evolución diaria de precios o inflación diaria, y permite que los cambios de UVR sean iguales a los del IPC, sin representar una tasa de interés compuesta que conlleve capitalización de intereses.  

Previo ejemplo sobre evolución de precio para un bien determinado y la fórmula para calcularlo, se insiste en que cada incremento o reducción diaria de precios debe aplicarse al nivel del inmediatamente anterior, y que para llegar al precio final de un bien a partir de su precio inicial y su incremento porcentual diario debe utilizarse una función geométrica o multiplicativa.  
Esa función geométrica o multiplicativa se aplica a cualquier ejercicio que implique manejar tasas de crecimiento, su uso no implica que se esté operando con alguna estructura de tipo o tasas de interés (simple o compuesto) ni, menos aún, que ellas se estén capitalizando, y es la que mejor explica los incrementos diarios de los precios al consumidor. 
En síntesis, la UVR es un indicador que se actualiza mensualmente con la variación mensual del IPC, y que muestra en valores presentes el saldo de la deuda hipotecaria para que conserve poder adquisitivo, sin conllevar ninguna capitalización de interés. Las variaciones de dicha unidad son iguales a las de tal índice, con mes y medio de rezago.
La fórmula establecida en la Resolución 13 de 2000 se ciñe a lo dispuesto en la Ley 546 de 1999 y a la sentencia C-955 de 2000, comoquiera que no incorpora un factor distinto al de la inflación y, de esa manera, permite conservar el poder adquisitivo del dinero sin generar incrementos ilegítimos de capital o de las cuotas de amortización de los préstamos.  
El ejemplo que presentan los demandantes respecto de una variación reportada de 49.35% para el periodo 2000-2007 es equivocado, porque acumula aditivamente porcentajes anuales cuando la acumulación debe hacerse en forma multiplicativa, que es la adecuada. 

Para precisar ese punto, se anexan los valores certificados por el DANE sobre el porcentaje acumulado de inflación entre enero de 2000 y diciembre del 2007, equivalente al 62.93%, y el cual difiere significativamente del porcentaje que señala la demanda. En consecuencia, tampoco existe el porcentaje del 13.37%, aparentemente cobrado en exceso.    
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Los demandantes alegaron de conclusión en los siguientes términos: 

Históricamente la UPAC no se liquidó con base en el 100% de la variable de corrección monetaria que la compone, sino en un porcentaje oscilante entre el 25% y el 74% 

Frente a la excesiva remuneración crediticia bajo la UPAC con el componente de la DTF, la UVR no se puede liquidar al 100% del IPC, porque ello se traduciría en altos picos o índices que al sumarles el interés remuneratorio superarían los límites máximos de interés bancario para el respectivo mes. 

El Decreto 856 de 1999 creó la fórmula de cálculo UVRt = UVR15* (1+i) t/d, bajo el entendido de que el valor de cada UVR a 15 de mayo 1999, aplicando el 100% del IPC, era de $100. Lo cual incidiría en la liquidación de los rendimientos de los TES en UVR que iba a expedir el Gobierno Nacional.  

Con base en esa fórmula, el Decreto 2896 del mismo año fijó los valores de UVR entre el 1 de enero de 1993 y el 31 de diciembre de 1999, y para esconder la verdadera variación anual porcentual por la actualización de la UVR se valió de sendas consideraciones en el Decreto 234 de 2000. 

Según dichas consideraciones, el cálculo de la UVR debe tener en cuenta la variación mensual del índice de precios al consumidor certificada por el DANE para el mes calendario inmediatamente anterior al de inicio del periodo de cálculo; como en los meses de alta inflación la UVR tiene mayor reajuste, anualizar la inflación de un mes determinado representa la inflación total del año y distorsiona la real del mismo periodo. 
Para eliminar la distorsión generada por la estacionalidad de la inflación respecto de créditos a largo plazo denominados en UVR, el Decreto 234 de 2000 (art. 1°) previó que el valor del reajuste de la UVR que computa como interés en los créditos a largo plazo denominados en esta unidad, se establece con base en el informe mensual de la inflación registrada durante los doce meses inmediatamente anteriores, de acuerdo con las certificaciones publicadas por el DANE; y que esa información junto con la tasa remuneratoria pactada en cada operación de crédito, permitía determinar la tasa de interés cobrada en el mes. 
Esa metodología hace igual el resultado de una multiplicación al de una suma, a diferencia de la prevista en la Resolución 13 de 2000 que, reproduciendo la del Decreto 856 de 1999, corresponde a una multiplicación reflejada en la columna  de variación anual %, según la metodología de cálculo del Decreto 234 de 2000. 

La distorsión a la que se viene haciendo mención se refleja aún en el Boletín 19 del 6 de mayo de 2011, con base en el cual los alegatos transcriben:  
“la variación anual corresponde al cambio porcentual entre el valor de la UVR de la fecha en mención y el valor de dicha unidad en la misma fecha del año anterior. 

Al tomar el valor  la UVR el 15/06/11 es de                 195.9217

Al restarle el valor de la UVR del 15/06/10 es de        190.5482 

Incremento                                                                       5.3735

Al tomar el incremento de                   5.3735 = 2.82%

Dividir por el valor del 15/06/10         190.5482

Resultado que distorsiona la real tasa de interés efectiva causada
Por el IPC causado en el mes Abril es de 0.12% que se debe expresar en términos anualizados se debe multiplicar por 12 lo que arroja que es de 1.44% que al sumarle el 12.70% de interés remuneratorio da como resultado 1.44% E. A. 

Situación totalmente diferente es cuando se presenta los picos como para el mes de Abril 15 del 2011.
Valor UVR al 15/03/11                         193.9960

Valor UVR al 15/03/10                         187.6452

Incremento                                               6.3508

Al tomar el incremento de                        6.3508  = 3.35%

Valor UVR AL 15/03/10                       189.2027

Para liquidar los valores de la UVR al 15/03/11 se toma el IPC del mes de enero del 2011 que es de 0.91 que al convertir en términos anualizados se multiplica por 12 arroja que la variación anualizada es de 10.92% mayor a la publicada en los boletines 3.35%.
Al sumarle 10.92% la tasa de interés remuneratorio del 12.70% tenemos como resultado 23.62% que frente al interés bancario autorizado para el mes de marzo del 2011 que es de 15.61% y al multiplicarlo por 1.5 veces tenemos que la usura es de 23.41% que frente al interés causado al liquidar UVR más 12.70% da 23.62 este es mayor al límite de usura autorizado de 23.41%.”
Al anular el Decreto 234 de 2000, el Consejo de Estado le ordenó al Banco de la República adoptar las medidas que permitieran eliminar o reducir los efectos de las distorsiones generados por la estacionalidad de la inflación para los créditos a largo plazo denominados en UVR, en beneficio de los usuarios del sistema.  
No obstante, tales medidas no han sido adoptadas, porque ningún acto administrativo ha cambiado la metodología del Decreto y prueba de ello es que los boletines demandados siguen aplicando las instrucciones impartidas por aquel.  

El incremento de la UVR entre el 1 de enero de 2000 y el 15 de junio de 2011, inclusive, es del 92,58%. Dividir ese porcentaje entre el valor de la UVR al 1° de enero de 2000 representa un incremento del 89% que debería corresponder con la sumatoria de la inflación en el mismo periodo; no obstante, esa sumatoria arroja un 65.15%. 

De acuerdo con tales datos, el IPC se incrementó en un 23.85% respecto de la UVR (65,5% - 89%), el cual afecta directamente a los créditos y a los usuarios de los mismos y, de contera, la legalidad de los boletines demandados.   
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  El Banco de la República, en síntesis, reiteró los argumentos de su escrito de contestación y añadió: 
La definición del presente proceso es de pleno derecho, comoquiera que el Banco no solicitó pruebas y las pedidas por los demandantes son impertinentes, según lo declaró el Auto del 3 de mayo de 2010.  
Esta acción ha sido utilizada por muchos deudores hipotecarios que enfrentan procesos ejecutivos y han tratado de que se suspendan las diligencias de remate o la entrega de los inmuebles hipotecados. 

Así, las múltiples solicitudes de coadyuvancia allegadas al proceso y las acciones de tutela instauradas por quienes suscriben dichas solicitudes, han intentado armar un frente procesal encaminado a torpedear los procesos ejecutivos adelantados contra ese grupo de deudores, en claro abuso del derecho de los coadyuvantes e infracción al régimen disciplinario que rige a los abogados asesores e incitadores de tal abuso.  
CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público rindió concepto desfavorable a las pretensiones de la demanda, por estas razones:

La fórmula de la metodología prevista en la Resolución 13 de 2000 se originó en el Decreto 856 de 1999 que creó la UVR y estableció la fórmula para aplicarla a los títulos de tesorería TES clase B (Decreto 2599 de 1998), destinados a financiar apropiaciones del presupuesto general de la Nación. 

La Corte Constitucional encontró ajustada a derecho el establecimiento de la UVR como Unidad de Cuenta de Poder Adquisitivo que varía de acuerdo con el IPC. Los intereses cobrados en el sistema de financiación de vivienda por parte de las entidades financieras son remuneratorios y no reflejan la depreciación de la moneda, de modo que sólo pagan el servicio del crédito y los costos de administración, sin perjuicio del control estatal al que se encuentran sometidos.  
La Corte también encontró válida la remisión hecha por el numeral 2 del artículo 41 de la Ley 546 de 1999, a la metodología dispuesta por el Decreto 856 del mismo año, en cuanto se trataba de un procedimiento mecánico de equivalencias sujeto a las reclamaciones que por posible contravención de las Sentencias C-383 y C-700 de 1999, pudieren formularse ante los jueces, en orden a la reliquidación de los créditos generada por la conversión de la UPAC  a la UVR. 

El Consejo de Estado  examinó la legalidad del referido Decreto 856 respecto de la competencia del ejecutivo para expedirlo en vigencia del artículo 3° de la Ley 546 de 1999, declarado inexequible. Así mismo, analizó la legalidad del Decreto 2896 de 1999, que reguló la reliquidación de la UPAC, señalando que ésta sólo se vinculaba al índice de inflación. 

Tales pronunciamientos no descartan la validez del Decreto 856 de 1999, ni la aplicación de la fórmula que él contiene para calcular la UVR. 

La Resolución 13 de 2000 no se fundamentó en el Decreto 234 de 2000. La providencia que declaró ilegal dicho decreto puso de presente la existencia de tal resolución, pero no concluyó que su fórmula fuera de interés compuesto; tan sólo advirtió que esta reiteraba la metodología prevista en el Decreto 856 de 1999, ratificada por el Decreto 2703 del mismo año, cuya nulidad fue negada por esta Corporación, porque uno de los factores de su fórmula contemplaba la variación mensual del IPC del mes anterior.   
Las explicaciones de la contestación a la demanda constatan que los elementos que componen la fórmula no incluyen tasas de interés que afecten el cálculo de la UVR y permiten obtener su valor diario en moneda legal colombiana, sin que la parte actora haya llegado prueba alguna en sentido contrario. 
La Resolución 14 de 2000 determinó la tasa máxima de interés remuneratoria para los préstamos de vivienda en 13.1 porcentuales nominales actuales, cuya legalidad fue definida. 

Esa tasa no hace parte de la Resolución 13 de 1999, pues no se incluye en la fórmula para calcular la UVR en moneda legal y, en consecuencia, no es posible que se configure una capitalización de intereses. La fórmula sólo busca el cálculo mensual de la UVR sin referir a tasas porcentuales distintas del IPC certificado por el DANE, ni distorsionar el valor mensual del mismo. 
La expresión de la fórmula de la Resolución 13 de 2000 en una función geométrica que, en general, es apta para determinar tasas de crecimiento y no representa una tasa de interés compuesto que genere capitalización de intereses. 

El índice de precios se calcula mensualmente a partir del mes inmediatamente anterior y refleja el aumento de los precios con respecto a cada mes, con base en el valor inicial y final del mes a determinar; ello implica que para determinar el incremento anual a partir del valor inicial, las variaciones mensuales de todo el año no se sumen sino que se multipliquen.  
De acuerdo con el porcentaje acumulado de variación de índice de precios, no es acertado acumular sumatoriamente los porcentajes de inflación y, por lo mismo, no se configura un porcentaje cobrado en exceso. 
COADYUVANCIAS A LA DEMANDA

En el curso del proceso se presentaron 688 manifestaciones de coadyuvancia a la demanda
, de las cuales sólo se aceptaron 618, en el orden impuesto por sus respectivas fechas de presentación, así: 
	Auto del 26 de agosto de 2009 
(fls. 1076 a 1080, c. 2)
	Jeannette Huertas Suárez (fls. 252 y 253), Jairo Alberto Guerrero Pinzón (fl. 254 y 255), Leopoldo Varela Acosta (fl. 258), Cristina Gordillo Granados (fls, 263 y 264), Richard Adolfo Arias Orozco (tls, 266 y 267), María Angélica Venegas de Leal (fls, 270 y 271), María Cristina Viancha Soto (fls, 274 y 275), María Patricia Victoria Varela (fl. 277), Luz Stella Ruiz López (fl. 280), Daniel Gonzalo Umbarila Caycedo (ti, 283), Alcira Betancourt Cortés (fl. 284), Fernando Sánchez Cubillos (ti. 285), Omar Ortiz Sandino (fl. 286A), Anadarcy Padilla de Serna y Eisenower Serna (fls. 287 y 288), Marco Aurelio Camargo Sanabria y Eisa Beatriz Farfán de Camargo (fls. 289 y 290), Teresa Becerra Mendivelso (fls. 291 y 292), Luis Eduardo Monguí Pérez y Cecilia Palacio de Monguí (fls. 293 y 294), Anabel Freitte Mejía y Wilson Armado Freitte (fls. 295 y 296), Omar Alfredo Ortiz Archila y Omar Ortiz Sandino (fl. 297), Jorge Arturo Peña (fl. 298), John Guillermo Bonilla Arias (fl. 300), Gloria Stella Pedraza Piñeros (ti. 301), María Ruth Pulido Daza (fl. 303), Gladys Vargas Moreno y Florentino Ortega Cabrera (fls. 306 y 307), Molly Guarín Laverde (fl. 308 Y 309), Gilma Lozano de Gómez y Julio Cesar Gómez Fajardo (fls, 312 y 313), Álvaro Azuero Quiñones (fl. 316), Carlos Corredor (fl. 318), Jorge Enrique Galvis Sandoval (fl. 320), María del Carmen Fino de Mateus (fl. 323), Francisco Cascardo Restrepo (fl. 324), Yolima Contreras Jiménez (fl. 325), Luis Roberto Bravo Ojeda (fl. 326), Germán Humberto Godoy Echeverri (fl. 327), Roberto Camargo López (fl. 328), Leticia Escobar Pérez (fl. 329), Álvaro Eduardo Alba Momoy (fl. 330), María Suany Cuartas López (fl 331), Re9ina Varona López (fl. 332), Carlos Roberto Chivara (fl. 334) , María de Jesús Pupo Toro (fl. 335), Henry Alberto Díaz Piñeros (fl. 352), Andrés Rubiano Pirafán (ti. 353), Heraclio Chavarro Rojas (fl. 354), José Modesto Salcedo Sanabria (fl. 355), María Stella Izaquita Díaz (fl. 356), Ana Mercedes Roa (fl. 357), Elizabeth Abril Oviedo (fl. 358), José Jaime Palencia (fl. 360), Hilse llíana Pinilla Jiménez (fl. 362), Gustavo Torres Funeme (fl. 363), Ramón Díaz Rocha (fl. 364), María Inés Lagos Serrano (ti, 366 Y 367), Evangelina Núñez (ti, 376), María Patricia Cubillos Pinzón (fls. 377 y 378), Virgilio Ramírez Gordillo (fl. 379), Armando Moneada Lara (fls. 380 y 381), José Arturo González (fls. 382 y 383), José Alejandro Vásquez Salazar (fls. 384 y 385), José Antonio Rodríguez (fls. 386 y 387), Julio Humberto Prieto (fls. 388 y 394), Sandra Patricia Leguízamon Murillo (fl. 400), Rafael Eduardo Caballero Duarte (fl. 403), Rafael González (fl. 404), Néstor Adolfo Sánchez Parra (fl. 405), Myriam García Londoño (fl. 407), María Isabel Quintero Rojas (fls. 408 a 410), Myriam Ortiz Carvajal (fl..411), Milton Cruz Ferreira (fl. 414), María Camacho de Ortiz (fl. 415), María Dilia Caballero (fI.416), María Helena Ontibón de Alonso (ti. 417), Luis Enrique Cabrero Mora (fl. 418), Luis Humberto Arévalo Trujillo (fl. 419), Luis Eduardo Ospina Ramírez (fl. 420), Luís Alberto Hurtado Castro (fl. 421), Humberto Eudoro Villanueva Aragón (fl. 422), Julián Colmenares Daza (ti. 423), Julieta Betancourt Rodríguez (fl. 424), José Hooven Sánchez Peñaloza (fl. 425), Julio Ernesto Arciníegas Salazar (ti. 426), Jesús Adolfo Lizcano Garzón (fl. 427), Gonzalo Jiménez Mancera (fl. 428), Germán Enciso Méndez (fl. 429), Gabriel Eduardo Rodríguez (fl. 430), Flor Alba Lizcano de Suarez (fl. 431), Danilo Botero Salazar (fl. 432), Carlos E. Molina (fl. 433), Bernardo Salazar Rodríguez (ti. 434), Beatriz Díaz (fl. 435), Adriano Suarez Montaña (fl. 436), Astrid Rodríguez Díaz (fl. 437), Arsecio Aldana Becerra (fl. 438), Alejandro Serrano Rojas y Luz Stella Coronado Urquijo (fl. 439), Rómulo Hernán Perdomo Rodríguez (fl. 440), Paulina Gómez Dimas (fl. 441), Graciela Díaz Díaz (fl. 442 a 446), Leónidas Oviedo Rayo (fl. 448), Henry Antonio Rodríguez Murcia (fl. 449), Myriam Ortiz Carvajal (fl. 450), Orlando Rodríguez Peña (fl. 452), Iris Genoveva Sánchez Ayala (ti. 454), Agustín Mahecha Sánchez (fls. 456 y 457), María Elinor Villareal de Stand (fls. 460 y 461), Osear Martin Arévalo Cubillos y María Inés Porras Angel (fls. 466 y 467), Alvaro Higuera Sierra y María Sinai Linares de Higuera (fls. 470 y 471), Myriam del Rosario Vela Guerrero y Carmen Roció Vela Guerrero (fl. 473 Y 474), Gustavo Rincón Caicedo y Abigail Rojas de Rincón (fls. 477 y 478), Luis Emilio Niño (fl. 480), Víctor Manuel Obando Quintero (fl. 483), Rosalía Clavijo Ceballos (fl. 485), Rómulo Rey Arias (fl. 487), Saulo Vicente Ramírez Perilla (fl. 489), Hortencia Acosta Cortes (fl. 491), Jaime Vargas Blanco (fl. 492), Jesús Camacho Espinosa (fl. 496), José Miguel Rodríguez Parra (ti. 498), Luis Ernesto Parada Cuevas (ti. 500), Manuel Barreto Melo (fl. 502), María Belén Ladino Fuentes (fl. 505), Marleny Monrras Encizo (fl. 507), Ramiro Rey Bernal (fl. 509), Revelo Rojas Rojas (fl. 511), Abelardo Omar Camejo Gutiérrez (fl. 514), Campo Elías Rojas Poloche (fl. 516), Carlos Alberto Parra Sandoval (ti. 518), Carmen Elizabeth Cruz Duarte (fl. 521), Enrique Vela Rodríguez (fl. 523), David Gustavo Linares Bejarano (fl. 525), Gilberto Pérez Nieto (fl. 527), Heliodoro Rojas Zambrano (fl. 529), Henry Torres Bohórquez (fl. 531), Hernando Helí Castro Acosta (fl. 534), Carmelo de Jesús Martínez Rivera (ti. 536), Saúl Español Alvarez (fl. 538), Leonor Adriana Vergara Cusguen e Hildelbrando Alberto Acosta Guio (fl. 539), Blanca Aurora López Piñeros (fl. 541), Leidy Arciniegas Barragán (ti. 544), Alejandro Ortega Rozo y María Elena Hernández Gálvez (fl. 546 Y 547), Isaías Ibáñez Parra (fl. 558), Ricardo Cuellar Fonseca (fl. 560),~ Juan Hernández Vega (fl. 561), Johanna Eugenia Sarmiento Bonilla (fls. 563 y 564), Laurentino Castiblanco Lombana (fl. 566), Marco Lino Guerrero Aguilar (fl. 571), Víctor Julio Moreno y María Fidelia Bernal (fl. 572), José Dolores Cuellar (fl. 574), Nuris Torres Palomino (fls. 575 y 576), Adonay Chávez Casallas fl. 577), José Eliécer Escobar Ramírez (fls. 579 y 582), María Isabel Quintero Rojas (fls. 583 y 584), Esteban Espinilla Rincón (fl. 585), Jesús Ernesto Rodríguez Zambrano (fl. 586), María Eulalia Gómez Marín (fl. 590), Pedro Pablo Pancha Quesada (fl. 592), Sergio Alvarado (ti. 595), José de la Cruz Sánchez Guerrero (fl. 597), Doris Cecilia Cuadros y Jaime Nieto Pérez (fls. 600 y 601), Myriam Sofía Velandia (fl. 602), Mireya Galeano Fajardo (ti. 604), Cesar Augusto Cote Alzate (fl. 605), Juan Ángel Tique Leal (fl. 606), Martin Godoy Tique (fl. 607), Rolfe Hugo Buitrago Martínez (fls. 609 y 610), Clara Emilia Hennessy Urquijo (fl. 611), Yolanda Valencía Díaz (fl. 613), Nora Niño Núñez (tls. 615, 617 Y 619), Jairo Moreno Cárdenas (fl. 621), Henry Ardila (fl. 624), Aldemar Ortegón Murcia y Delia Olfa Jiménez Murcia (fl. 625), Luis Fernando Tibatá Arias (ti, 627), Leonardo Pacheco Ramírez (fls, 629 y 630), Daniel Díaz Ángel y Lucía Botia Pulido (tls. 635 Y 636), Paca Aliria Agudelo Lozano (fl. 639), Carlos David Lombo Calderón (fl. 640), Clemencia Hernández Herrán (fI.641), Hermencia Merchán de Mora (fl. 642), Manuel Enrique Ortega Ospino (fl. 644), Flor María Cañón de Suarez (fl. 645), José Milton Sanabria Díaz (ti, 649), Ana Rosa González Gámez (fl. 652), Luisa Fernanda Rojas (tls. 654 y 655), Diego Fernando Rozo Cristancho (fl. 656), Pedro José Marchan y Norys Flores de Marchan (fl. 658), Armando de Jesús Barros Ochoa y Zulma Inés Chávez González (fl. 659), Néstor Anibal Herrera Bossio y Xiomara Polo de los Rios (ti, 660), Delia Garcés Cabarcas (fl. 661), Eunice Córdoba Perea (ti, 662 Y 667), Catalina Bustillo de López (fl.663), María del Carmen Salguero Arévalo y Teodoro Ortiz Hernandez (fl. 664), Lucia Yannuzzi de Gutiérrez (fls. 665 y 666), Edgard del Cristo Buelvas Solano y Nancy Garzón Palacio (fl. 668), Blanca Aurora Esquivel Galeano (fl. 669), Rosaura María Barguil Esquivel (ti. 669), Diana Minora Sparth (fl. 669), Jaíro Enrique Palomino Rodríguez (fl. 670), Luis Ernesto Sandoval Monsalve y Myriam Bueno Jaimes (fl. 671), Sandy Estella Sierra Flórez (fl. 672), Sonia Stella Echeverría de Cortes (fl. 673), Adalgiza Isabel Padilla Rodríguez (fl. 674), David de Jesús Pérez Castilla y Antonio Pérez Mesa (fl. 675), Lucia Mena Fernández (fl. 676), Eustaquio Manuel Palencia Altamiranda y María Victoria Urueta Jiménez (fl. 678), Doris Cecilia Fuentes Mogollón y Bernabé Vera Díaz (fl. 679), Néstor María Méndez Rey y Maria Luisa Padilla de Méndez (fl. 680), Diego Enrique Villadiego Negrete y Evelia del Carmen Angulo Villadíego (fl. 681), Luis Fernando Gómez Echevarría (fl. 682), Nicolás Ramón Salgado Brieva y Elsy Cecilia Flórez Lozano (ti. 683), Ronald Herrera Peñata (ti, 684), Raymundo del Canmen Barrios Barrios (fl. 685), Candelaria Esther Bueno Medina (fl. 686), Eduardo Ruiz Jiménez (fl. 689), Arnulfo Suárez Arregoces (fl. 690), Marco Alejandro Cortés Herrera (fl. 691), Luz Mary Yepez Pérez (fl. 692), Una María Cortes Herrera (fl. 693), Arturo Pablo Pinedo Martínez (fl. 694), Jorge Humberto Peralta Vanegas (ti, 695), Rafael Segundo Meza Vives (fl. 696), Luz Marina Martínez Cabrera (fl. 697), Ismael Rodrigo Rodas Giraldo (fl. 698), Bias Octavio Rey Ruiz (ti. 699), Lucas Vesga Atuesta (fl. 700), Tony Oswaldo Díaz Páez (ti. 701), Elias Santander Padilla (fl. 702), Amira del Rosario Tejeda González (ti. 703), Jorge Eliécer Carrillo Gómez (fl. 704), Francia Rodríguez de López (fl. 705), Idelfonso Valero Montes Acosta (fl. 706), Marlene María Vasquez Reales (fl. 707), Sunción Ariza Sierra y Nelly Josefa Fonseca Amador (fl. 708), Betys Paulina Peralta Gutiérrez (fl. 709), Nieves Leonor Pulido Nieto (fl. 710), María Rosa Ramos Salgado (fl. 711), Elisa Esther Martinez Garcia (fl. 713) Elías Santander Padilla Padilla (fl. 714), Nubia Orjuela Gómez y Agustin Mahecha Sánchez (fls. 716 y 717), Jaime Fernando Rodríguez Fajardo (ti. 724), Álvaro Santiago Quimbaya Cortés y Monica Lucia Rodríguez Fajardo (fl. 725), Evangelina Núñez (ti. 728), Guillermo Garcia Ramírez (fls. 732 y 733), Maria del Pilar Algecira de Rozo (fl. 736), Flor Marina Rincón Valbuena (fl. 738), Luz María Romero (fl. 740), Melba Pulido (fl. 742), Marceliano Pulido Garcia (fl. 746), José Martin Peña Pirazán (fl. 760), Germán Reyes González (fl. 762), Marys Orlanda Sánchez Abril (fl. 764), Elizabeth Gil Duarte (fl. 766), Luis Orlando Valero Rojas (fl. 768), Héctor Franco y Blanca Lilia Pulido (fl. 769), Luis Humberto Hermosa Dlaz (fls. 773 y 774), Silvio Franco Aristizábal (fl. 775), Rafael Antonio Quitian y Mery Martínez Valderrama (fl. 776), Ruth Mariana Charry Hernandez (fls. 777 y 778), Gloría Eisa Puentes (fl. 780), María Mercedes Bernal Cancino (fl. 782), John Jairo Hernández Chica (fls. 783 y 784), Beatriz Ospina De Ramírez (fl. 785), Juan Rairán Camacho (fl. 786), Jorge Eliécer Romero Álvarez (fl. 787), Gabriel Eduardo Rodríguez (fl. 788), Rafael González (fls. 789 y 790), Alexandra Marín Parra (fl. 791), Luz Stella Rojas (fls. 793 y 794), Mabel Adriana Barrera González (fl. 796), Carlos Alberto Forero (fl. 798), Jhon Fredy Cortés Mazorra (fls. 800 y 801), Rubén Darío Arcila Peláez (fls. 803 y 804), Rafael Gutiérrez (fl. 808), Claudia Isabel Sánchez Pulido (fl. 809), Fannor Feliz Mallana Bolaños y Nancy Ospina Sierra (fl. 810), José Ovelio Beltrán Cadena (fl. 812), Humberto Toledo Cuellar y Carmen Elisa Rojas Góngora (fls. 814 y 815), Pedro Buitrago Talero (fl. 819), Luz Herminda Sánchez Torres (fl. 825), Rubén Darío Rodríguez Avendaño (fl. 827), Nelson Jiménez Torres (fl. 829), José Aparicio López de la Cruz, Eddy López de la Cruz, Margarita Arias Polifroni, Ricardo de Jesús González, Domingo Marino Salcedo Y Cía. S en C, Jaime Obregón Peña, Silvío Giraldo Jaramillo, Eugenio Servera Pineda, Patricia Marín Ballestas, Adriana Edith Parra Ruíz, Bart Bergsneider Serrano, Lilia León de Diazgranados, Jairo Villa real Villa real, Isolina Sandoval Donado, Héctor Castillo Camargo, Carol Castillo Pérez, Mónica Castillo Pérez, Marelbis Roncallo Medina, Jorge Iván Reyes Ramírez, Luz Solórzano Arias, Roberto Patiño Rivera, Oiga Esther Vergara de Gutiérrez, Mila Dinor Galeano Hoyos, Nemecio Cassiani Herrera, Josefa Fruto Navarro, Eric de las Salas Pertuz y Una Edith Osorio Pinto (tls. 833 a 835), Luis Fernando Ariza López (fl. 879), Amanda Lucia Camacho Jula (ti. 880), Daniel Adolfo Hoyos Roncancio (fl. 881), Flor Ángela Becerra González (fl. 882), Myriam Clemencia González Montañés (fl. 883), Gustavo Rueda Díaz (fls. 885 y 886), Edgar Javier Torres Alvarado (fl. 887), Víctor Enrique Cudriz Bustamante y Carmen María Carmona Charrys (fl. 889), Saúl Antonio Gutiérrez Piñeros (fl. 891), Jaime Navarro Mancilla (fl. 892), Clemencia Pulecio Reyes (fl. 894), Myrian Maritza Sierra Marroquín (fl. 896), José Ortiz (fl. 898), Henry Gómez Pinzón (fl. 903), Miguel Ángel Nivia Rodríguez (fl. 909), Leonardo Fabio Gutiérrez Tobar (fl. 917), Oswaldo Parra Pinzón (fl. 919), Leónidas Camelo (fl. 921), Jairo Rodríguez Garcia (fl. 923), Miguel Antonio García Avella (fl. 925), Carlos Alberto Paramo Rojas (fl. 926), Jorge Elías Rodríguez Conde (fls. 928 y 929), Rodrigo Eduardo Valero Parra (fl. 930), Fabio Israel Ovalle (fl. 932), Jesús Enrique Coronado (fl. 935), Julio Cesar Ibáñez (fl. 937), Margarita Chaves Sáenz (fl. 939), María Lucrecia Rodríguez (fl. 948), Luis Eduardo Ricardo Ramírez (fl. 952), Jaime Ramírez Romero (fl. 953), Saúl Español Álvarez (fl. 957), Héctor Gerardo Gómez y Gloria Amanda Acevedo de Gómez (fl. 958 Y 962 a 963), Julio Enrique Sarmiento Arias y Sofía Mireya Santana (fl. 959 Y 960), María Consuelo González Luque (fls. 965 Y 966), María Inés Ortiz de Cortes (fls. 967 y 968), Julio Enrique Peña (fl. 971), Hugo Suarez Galeano y Yolanda Mendoza Rubio (fls. 973 y 974), Martha Rojas de Solórzano (fl. 976), Marcela Judith Quintero (fl. 977), Carlos Elías Sogamoso Ramírez (fl. 979), Martha Ramos (fl. 987 Y 988), Nephi Oliveros Dederle (fl. 991), Pedro Antonio Mejía Montealegre (fl. 997), José Vicente Martínez (fl. 999), Myriam Consuelo Fonseca Pacheco (fl. 1001), Álvaro Eduardo Alba Monroy (fl. 1003), María Hilda Melo de Cetina (fl. 1005), Lucy Epifanía Ñungo Amórtegui, Laura Elisa Amórtegui Vda. de Ñungo y Clemencia Ñungo Amórtegui (fls. 1008 y 1009), Mercedes Moncaleano Iregui (fls. 1013 y 1041), Marcy Jasbleydy Castañeda (fls. 1015 y 1016), Orlando Vega Agudelo (fls. 1017 y 1018), Juan Darío Moreno Hortúa (fl. 1020), María Nely Serrano (fl. 1021), César Augusto Ardila (fl. 1022), René Alejandro Cortés Buitrago (fl. 1023), Janeth Pineda Duarte (fl. 1024), Fabián Ricardo Arias Triana (fl. 1025), Osear Arturo Tovar Roa (fl. 1026), Alcira Rodríguez Gómez (fl. 1027), Nubia Cárdenas Vanegas (fl. 1028), Marlene Pachón León (fl. 1029), Martha Lucía Álvarez Otero (fl. 1030), José Libardo Ascencio (fl. 1031), Blanca Nid Sepúlveda de Ruiz (fl. 1032), Jorge Humberto Ruiz Díaz (fl. 1033), Elízabeth Cortés Badillo (fl. 1034), Carmenza Garcia Niño (fl. 1035), María Nubia Barranco Calderón (fl. 1036), Myriam Sofía Velandia Buitrago (fl. 1038), Wilson Gaona Álvarez (fl. 1042), María Lucero Fonseca Pacheco (fls. 1043, 1044), Alíx Maria Ramos Guativa (fl. 1047), Carlos Enrique Prieto Inocencio (fl. 1048), José Miguel Forero Lozano (fl. 1050), Marlén Espitía Páez (fl. 1053), Juan Esteban Lora Flórez (fls. 1055 a 1057), Carlos Julio Dionel Herrera (fl. 1058), María Teresa Sánchez de León (fl. 1059), Guillermo Sánchez Bernal (fls. 1062 y 1063), Carlos Javier Vásquez Carríón (fls. 1064 Y 1065), Ornar Moreno Jaramillo (fls. 1066 Y 1067), Astrid Sánchez Acosta (fl. 1068), Luz Marina Carrillo Amaya (fl. 1070), Martha Rocío Ramos Hernández (fl. 1071) Y Jorge Humberto Escobar Garavito (fl. 1075).


	Auto del 11 de febrero de 2010

(fls. 1279 a 1280, c. 2)
	Carlos Gustavo Babativa Velásquez (fl. 1082), Gente Lista Ltda. en liquidación (fls. 1087 y 1088), Ruth Patricia Manrique Rodríguez (fl. 1095), Teresa Sandoval Suárez (fls. 1102 y 1103), José Domingo Granados Bautista (fls. 1009 y 1110), María Eugenia Mosquera Roa (fl. 1113), Aida Isabel Flórez Báez (fl. 1119), Juan Camilo Rey Carrillo (fl. 1125), Carlos Alberto Sánchez Ordóñez (fl. 1127), Martha Elena Penagos y Carlos Julio Benavides (fls. 1128 y 1129), Oscar Martínez Gaitán (fl. 1130), Eustorgio Manuel Esquivia Oviedo y Noris Zapateiro Paternina (fl. 1132), Leticia Colombia Chima de Moreno (fl. 1133), Patricia del Carmen Escobar Meriño (fl. 1134), Ligia Pomares Guerra (fl. 1135), Marco Rafael Pérez Jiménez (fl. 1136), Iván Felipe Laguna Alarcón (fl. 1137), Doris Cecilia Fuentes Mogollón y Berbabé Vera Díaz (fl. 1138), Miladis María Meza Montenegro (fl. 1139), José Senen Torres Herrera (fl. 1140), Facunda Ramos de Murillo (fl. 1141), Cesar Augusto Correa Villalobos e Ingrid Mastrodomenico Marzan (fl. 1142), Norma Edith Casadiego Díaz (fl. 1143), Senen Alberto De La Espriella y Liliana Rosa De La Espriella (fl. 1144), Hernando Moreno Aguado (fl. 1145), Pedro Claver Orozco Arango (fl. 1146), Lucía Yannuzzi de Gutiérrez (fl. 1147), Bernardo Ramón Orozco Herrera y Martha Matilde Castaño Vergara (fls. 1148), Francia Matilde Barrera de Velilla y Horeste Velilla Barrera (fl. 1149), Juan de la Rosa Valdelamar Navarro (fl. 1150), Edith del Socorro Taboada Zárate (fl. 1151), Efraín Bohórquez Lozada (fl. 1152), Amira Mercedes Castillo Almanza (fl. 1153), Dámaso Rafael Herrera Hernández (fl. 1154), Isabel Cristina Muñoz Núñez (fl. 1155), Norma Cecilia Sotomayor de Castillo (fl. 1156), Ricardo Serrano Romero y Lilí Alean de Serrano (fl. 1157), Alejandro José Márquez Cervantes (fl. 1158), Marcos Salas Madera y Fidia Sánchez Díaz (fl. 1159 y 1160), Hernando Helí Castro Acosta (fl. 1161), María Edelmira Mora Ruiz (1163), Oscar Holguín Tobón (fl. 1195), Orfelina Martínez Muñoz (fl. 1198), Carlos Alfonso Caicedo Chacón y Margarita María Graciano Mejía (fl. 1202 y 1203), Luis Carlos Tangarife Vargas (fl. 1219), José Manuel Hurtado (fl. 1222), María Helena Contreras Rey (fl. 1226), Rubén Darío Rozo Hospital (fls. 1233 y 1234), Myriam Patricia Ortiz Lora (fls. 1240 y 1241), Margarita Bermúdez Orjuela y José Ezequiel Lancheros Casallas (fls. 1247 a 1249), Jairo Enrique Mendoza Monroy y Zaida Mantilla Ojeda (fls. 1251 y 1252), Edith Omaira Salgado Murillo (fl. 1256 y 1257) y Orlando Eliecer Bustamante Quintero (fl. 1259)


	Auto del 3 de mayo de 2010 
(fl. 1324, c. 3)
	Miltón Javier Ramos Cantero y Ana Elci Hernández (fl. 1284 a 1286), Jhon Jairo Rodríguez Hernández (fl. 1293 y 1294), Ercila Suárez Oviedo (fl. 1295 y 1296), Myriam Consuelo Rodríguez Gutiérrez (fl. 1297 a 1300), María del Carmen Fuerte (fls. 1313 a 1314), Nancy Celita Moreno (fl. 1315), Juan de Jesús Sabogal Calderón (fl. 1317 y 1318), José Manuel Vargas (fl. 1320) y Fabio Olarte Barbosa (fl. 1323) 


	Auto del  4 de mayo de 2011
(fls.1987 a 1989, c. 5)
	Gilberto Espitia Fraile (fl. 1329),  Sonia Esperanza Galindo (fl. 1332), Luz Marina Rincón De Ortega (fl. 1334), José Santos Rodríguez Sánchez (fl. 1349), Milena Maritza Mercedes Pascuas Quintero (fl. 1362), Myriam Guevara De Álvarez (fl. 1364), Yamile Campo (fl. 1368), Carlos Eduardo Urrego Hoyos (fl. 1387), Geraldo Roseinstand Castro (fl. 1422), Consuelo Forero López (fl. 1425), Esteban Espinilla Rincón (fl. 1429) Martha Cecilia Padilla De Rojas (fl. 1430), María Luisa Camargo (fl. 1431), Héctor Hernando Peña (fl. 1432), Blanca Ruth Lozano García (fl. 1474) Fabio Olarte Barbosa (fl. 1476), Martha Rocío Sánchez Romero (fl. 1479), Jorge Enrique Díaz (fl. 1482), Omar Darío Buitrago (fl. 1494),  Nemesia Núñez (fl. 1514), Patricia Coronado (fl. 1520), Aura Ligia Orejuela (fl. 1523), Darisnel Restrepo Restrepo (fl. 1526), Hermes Hernández (fl. 1532), Ruth Marina Jiménez Hernández (fl. 1533), Jaime Alberto Varela Soto (fl. 1541), Reinaldo Ruiz Ruiz (fl. 1546), Luis Alfredo Pérez (fl. 1553), Jaime Tobón Grajales (fl. 1555), Noemi Valencia (fl. 1566), Ernesto Meneses (fl. 1567), Héctor F. Ramos F. (fl. 1570), José Fernando Cardona Alcalá (fl. 1571), Hernando Angulo Martínez (fl. 1573), Luz Estella Arévalo Bonilla (fl. 1576),  Carlos Arturo Tascón Cáceres (fl. 1578), Diomar Itas Melenje (fl. 1581), María Cristina Perlaza (fl. 1584),  Juliana López Cuevas (fl. 1603), Juan Javier Álvarez Ocampo (fl. 1607), Fernando Muñoz Quintero (fl. 1610), Lina María Erazo (fl. 1614), María Erenia Cantoñe Vidal (fl. 1618), Ana María Sánchez (fl. 1629), Rosalba Barreto (fl. 1635), María Argenis González (fl. 1637), Lizandro A. Valencia (fl. 1639), Francisca Orozco (fl. 1641),  Nelson Rojas (fl. 1643), Dilia María Vallecilla (fl. 1646),  Luz Elena Ramírez (fl. 1651),  María Judith Olaya Valencia (fl. 1656), Dolly Janeth Urrutia (fl. 1659), Stella Carabalí  (fl. 1662),  Gabriel Antonio Vallejo (fl. 1664), Gerardo Vera García (fl. 1673), Deyanira Rivera Perafán (fl. 1675), fl. Carlos Arturo Muñoz (fl. 1678), Maricel Castillo (fl. 1678), Irene Campo (fl. 1682),  Luis José Burbano (fl. 1685), Sergio Castaño López (fl. 1690), Luis A. Vega (fl. 1692), Bertulfo Torres Riascos (fl. 1696), Evelio Guevara Abonia (fl. 1700), Edelberto Arce (fl. 1703),  Noraida Hernández (fl. 1704), Luz Marina Santacruz (fl. 1710), Raúl Arroyo Ramírez (fl. 1712), Gabriela Agudelo López (fl. 1721),  Miryan Guevara Muñoz (fl. 1724), María Mercedes Pérez Lugo (fl. 1732), María Elvia Cáceres (fl. 1739), Ciro Ángel Bañol (fl. 1741), María Donelia Patiño (fl. 1756), Luz Marina Arcila (fl. 1752), Guillermo Gómez (fl. 1761), Alina M. Victoria (fl. 1765), Manuel Alonso Meneses Meneses (fl. 1771), Carlos Alberto Murillo (fl. 1794),  Elsa Castillo (fl. 1794), Gilma Arias Bermúdes (fl. 1799),  María Josefa Guzmán (fl. 1800), John Jairo Rodríguez Hernández (fl. 1801), Carolina Estupiñán González (fl. 1803), Martha Cecilia Sossa Pacheco (fl. 1835), Hernando Andrade Trujillo (fl. 1837), Maritza Cuberos Fuentes (fl. 1841), Winston Edmundo Polo Polo (fl. 1845), Elver Antonio Chavarro Peña (fl. 1859),  Aceneiba Correa De Parra (fl. 1861), Nidia Soto Rodríguez (fl. 1875), Rubén Torres Silva (fl. 1876), Rafael Tibavisco Segura (fl. 1889),  Mary Yency Cagua Romero (fl. 1893), Oscar García Naranjo (fl. 1928), Oscar Elberto Cuervo Solórzano  (fl. 1936),  Carlos Julio Castañeda Plata (fl. 1947), María Magdalena Montoya Restrepo (fl. 1948), Héctor Cortes Duarte (fl. 1951), Carlos Enrique Prieto Inocencio (fl. 1954), Carlos Julio Acosta Silva (fl. 1955), Amparo Del Perpetuo Varón Castellanos (fl. 1959),  Elda Martha Bohórquez Bedoya (fl. 1962), José Rafael Acosta Álvarez (fl. 1971), Gilberto Roa Celis (fl. 1972), Ana Esperanza Nonato De González (fl. 1978), Marisol Tarazona Roa (fl. 1980).


	Auto del 13 de abril de 2012 
(fls. 2172 a 2173, c. 5)
	Carlos Alberto Sánchez Ordoñez (fl. 2158)


Por su parte, los Autos del 13 de abril de 2012, 16 de abril, 11 de junio, 5 de agosto y 25 de septiembre de 2013, y 22 de mayo de 2014 (fls.  2172, 2173, 2258, 2263, 2268, 2289 y 2329 a 2331, c. 5), rechazaron la intervención de quienes suscribieron las manifestaciones de coadyuvancia a la demanda, visibles en los folios 1991, 2010, 2012, 2057, 2060, 2068, 2074, 2075, 2083, 2085, 2087, 2089, 2101, 2104, 2110, 2120, 2123, 2137, 2089, 2112, 2146, 2148, 2140, 2142, 2144, 2151, 2154, 2155, 2164, 2169, 2171 (Auto del 13 de abril de 2012); 2174, 2232, 2175, 2177, 2178, 2179, 2204, 2205, 2212, 2214, 2214, 2217, 2220, 2221, 2223, 2235, 2244, 2250, 2253, 2255, 2258, 2260 (Auto del 16 de abril de 2013); 2259 y 2261 (Auto del 11 de junio de 2013); 2264, 2266 (Auto del 5 de agosto de 2013);  2280 a 2281, 2288 (Auto del 25 de septiembre); 2296, 2298 a 2301, 2308 a 2309, 2312 a 2314, 2315 a 2317, 2318 a 2322, 2324 a 2325, 2327 a 2328, 2330 a 2332, 2346 a 2348 y 2369 a 2370 (Auto del 4 de junio de 2014).
Lo anterior, porque se presentaron luego de correrse traslado a las partes para alegar de conclusión, mediante Auto del 4 de mayo de 2011, notificado el día 6 del mismo mes (fls. 1987 a 1989, c. 5)
.  
ARGUMENTOS DE LAS MANIFESTACIONES DE COADYUVANCIA ACEPTADAS
Los deudores de créditos hipotecarios de vivienda que actúan en el proceso como coadyuvantes de la parte actora, algunos de ellos ejecutados por las entidades financieras con las que adquirieron dichos créditos en UPAC, adujeron, en síntesis: 

El Decreto 234 de 2000 estableció como metodología de cálculo de la variación anual del IPC, la acumulación o sumatoria de la inflación certificada por el DANE para los 12 meses anteriores a esa certificación. 
La declaratoria de nulidad de dicho decreto por parte de la Sección Cuarta del Consejo de Estado, mediante sentencia del 1° de septiembre de 2005, hace igualmente nulos los boletines demandados. 

La metodología de cálculo que aplican tales boletines sobrevalua la UVR y no refleja exclusivamente el valor del IPC efectivo que se cobra en la liquidación de aquélla, desconociendo la Sentencia C-955 de 2000 que condicionó la exequibilidad del artículo 3° de Ley Marco de Vivienda - 546 de 1999, y que es de obligatorio cumplimiento en cuanto interpretó con autoridad una norma oscura, de acuerdo con el artículo 25 del Código Civil.  
Conforme con dicha sentencia, la tasa de interés remuneratorio para los créditos de vivienda a largo plazo no incluye el valor de la inflación y siempre debe ser inferior a la menor tasa real cobrada en las demás operaciones crediticias de la actividad financiera. Su valor máximo lo determina la Junta Directiva del Banco de la República, conforme a lo señalado en las sentencias C-481 de 1999 y C-208 de 2000. 
Los boletines acusados aumentaron el valor de la UVR con fórmulas de liquidación distintas de la aplicación el IPC, haciendo que el valor del crédito se vuelva demasiado oneroso e imposible de redimir, con la consiguiente amenaza al derecho fundamental de vivienda digna. En la práctica, la variación porcentual de UVR corresponde a un interés nominal, cuando debe  corresponder a tasa efectiva.  

Por lo demás, algunos de los deudores ejecutados señalaron que, dentro de los procesos seguidos en su contra, los representantes de los bancos ejecutantes han presentado indebidas liquidaciones de crédito admitidas por los jueces que tramitan dichos procesos, y han incurrido en inconsistencias anómalas que violan los derechos al debido proceso y a adquirir créditos hipotecarios por parte de los aquí coadyuvantes, ocasionándoles daños y perjuicios morales, psicológicos y sociales a sus respectivos núcleos familiares.   
CONSIDERACIONES

Se ha puesto a órdenes de la Sala la demanda de nulidad de los 100 boletines identificados en las páginas 1 y 2 de la presente providencia, que contienen, en página anexa, la fijación de los valores diarios de la Unidad de Valor Real – UVR, por parte del Banco de la República, para los periodos mensuales comprendidos entre el 11 de agosto de 2000 y el 7 de octubre de 2008. 

Con textos similares, los boletines mencionados presentan los valores diarios en estructuras gráficas que incorporan cifras diferenciales para cada periodo mensual, e identifican tanto la variación anual de dichos valores como la variación mensual del IPC. 

Para referencia visual, se transcribe el texto de los boletines del primero y el último periodo mensual comprendido entre las fechas señaladas: 
“Boletín 23 del 11 de agosto de 2000
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ACLARACIÓN PREVIA 

Los boletines demandados se expidieron con fundamento en el literal a) del artículo 51 de la Ley 31 de 1992, por la cual se adoptó el régimen legal del Banco de la República para el ejercicio de sus funciones. Dicha norma dispone: 

“Artículo 51. Procedimientos relativos a aquellos actos que sean administrativos. El Banco de la República se sujetará a las siguientes reglas en los procedimientos relativos a aquellos actos que sean administrativos: 
a) Los actos de carácter general deberán publicarse en el Boletín que la Junta Directiva autorice para este objeto;

La anterior perspectiva legal nos permite identificar a los boletines expedidos por el Banco de la República como medios informativos, a través de los cuales dicha entidad da a conocer los actos administrativos generales en los que plasma las decisiones adoptadas por su Junta Directiva, de acuerdo con la función pública en ejercicio de la cual se profieren
. 

Quiere ello decir que los boletines son una unidad material independiente del acto que publican, pues lejos de adoptar la voluntad unilateral que crea, modifica o extingue una situación jurídica objetiva, abstracta e impersonal, con alcance erga omnes y ajena a la concesión o rechazo de algún derecho particular, lo que hacen es publicitar esa voluntad previamente adoptada, para que pueda surtir los efectos legales que le son propios en términos de ejecutividad.    
Corrobora esa apreciación el texto de los boletines transcritos, en los que se lee el título “contenido”, dentro del cual se enuncian dos resoluciones y dos documentos denominados “Valores de la Unidad de Valor Real (UVR) vigentes para el periodo 16 de agosto de 2000 al 15 de septiembre de 2000” y “Valores de la Unidad de Valor Real (UVR) vigentes para el periodo 16 de octubre de 2008 al 15 de noviembre de 2008”, indicando las páginas en las que se ubican.  
En estricto sentido, el libelo de la demanda y sus coadyuvancias cuestionan la liquidación de valores que aparece en dichos documentos, a cuyo tenor se lee: 
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VALORES DE LA UNIDAD DE VALOR REAL (UVR) 
Vigentes para el periodo 16/agosto/2000 al 15/septiembre/2000
(Resolución Externa No. 13 de 2000)
VARIACIÒN MENSUAL IPC JULIO/2000:                        -0.04%
VALOR DE LA UVR A 15 DE AGOSTO DE 2000:       111.3768
	DD/MM/AMA 
	VALOR UVR 
	
	
	DD/MM/AMA 
	VALOR UVR 

	16/08/2000 
	111.3754 
	
	
	1/09/2000 
	111.3524 

	11/08/2000 
	111.3739 
	
	
	2/09/2000 
	111.3509 

	18/08/2000 
	111.3725 
	
	
	3/09/2000 
	111.3495 

	19/08/2000 
	111.3711 
	
	
	4/09/2000 
	111.3481 

	20/08/2000 
	111.3696 
	
	
	5/09/2000 
	111.3466 

	21/08/2000 
	111.3682 
	
	
	6109/2000 
	111.3452 

	22108/2000 
	111.3667 
	
	
	7/09/2000 
	111.3437 

	23/08/2000 
	111.3653 
	
	
	8/09/2000 
	111.3423 

	24/08/2000 
	111.3639 
	
	
	9/09/2000 
	111.3409 

	25/08/2000 
	111.3624 
	
	
	10109/2000 
	111.3394 

	26/08/2000 
	111.3610 
	
	
	11/09/2000 
	111.3380 

	27/0812000 
	111.3596 
	
	
	12/09/2000 
	111.3366 

	26/08/2000 
	           111.3581 
	
	
	13/09/2000 
	          111.3351 

	29/0812000 
	111.3567 
	
	
	14/09/2000 
	111.3337 

	30/08/2000 
	           111.3552 
	
	
	15/09/2000 
	111.3322 

	31/08/2000 
	           111.3538 
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VALORES DE LA UNIDAD DE VALOR REAL (UVR)

 Vigentes para el periodo 16/octubre/2008 al 15/noviembre/2008
(Resolución Externa No. 13 de 2000)
VARIACIÒN MENSUAL DEL IPC SEPTIEMBRE DE 2008:          -0.19%
VALOR DE LA UVR A 15 DE OCTUBRE DE 2008:                  181.140
	DD/MM/AMA 
	VALOR UVR 
	Variación Anual % 1/
	
	DD/MM/AMA 
	VALOR UVR 
	Variación anual % 1/

	16/10/2008 
	181.1290 
	7.85 
	
	01/11/2008 
	180.9513 
	7.70 

	17/10/2008 
	181.1179 
	7.84 
	
	02/11/2008 
	180.9402 
	7.69 

	18/10/2008 
	181.1068 
	7.83 
	
	03/11/2008 
	180.9291 
	7.68 

	19/10/2008 
	181.0957 
	7.82 
	
	04/11/2008 
	180.9180 
	7.67 

	20/10/2008 
	181.0845 
	7.81 
	
	05/11/2008, 
	180.9069 
	7.66 

	21/10/2008 
	181.0734 
	7.80 
	
	06/11/2008 
	  180.8958
	7.65 

	22/10/2008 
	181.0623 
	7.79 
	
	07/11/2008 
	180.8847 
	7.64 

	23/10/2008 
	181.0512 
	7.78 
	
	08/11/2008 
	180.8736 
	7.63 

	24/10/2008 
	181.0401 
	7.77 
	
	09/11/2008 
	180.8625 
	7.62 

	25/10/2008 
	181.0290 
	7.77 
	
	10/11/2008 
	180.8514 
	7.62 

	26/10/2008 
	181.0179 
	7.76 
	
	11/11/2008 
	180.8403 
	7.61 

	27/10/2008 
	181.0068 
	7.75 
	
	12/112008 
	180.8292 
	7.60 

	28/10/2008 
	180.9957 
	7.74 
	
	13/11/2008 
	180.8181 
	7.59 

	29/10/2008 
	180.9846 
	7.73 
	
	14/11/2008 
	180.8070 
	7.58 

	30/10/2008 
	180.9735 
	7.72 
	
	15/11/2008 
	180.7959 
	7.57 

	31/10/2008 
	180.9624 
	7.71 
	
	
	
	


1 La variación anual corresponde al cambio porcentual entre el valor de la UVR de la fecha en mención y el valor de dicha unidad en la misma fecha del año anterior.

Las cifras reportadas en los documentos transcritos corresponden al cálculo del valor en pesos de la UVR para cada uno de los días del periodo mensual, expresamente ordenado por el artículo 2º de la Resolución 13 de 2000
. Ese cálculo complementa la voluntad administrativa plasmada en la resolución mencionada, pues sin él no podría aplicarse la fórmula dispuesta en el artículo 1º ibídem
, según se deduce de la explicación de variables que hace la misma norma.

Dado que los cargos de nulidad atacan unívocamente el cálculo o liquidación de valor por los meses comprendidos entre el 11 de agosto de 2000 y el 15 de noviembre de 2008, se entiende que la demanda recae directamente sobre los actos administrativos complementarios que hacen dicho cálculo o liquidación y no sobre los boletines que los publicaron y que, aisladamente, no serían actos administrativos pasibles de control judicial. 

Desde esa perspectiva, forjada en el marco de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal y en la incolumidad del derecho de acción, entra la Sala a realizar el juicio de legalidad puesto a su conocimiento.
DEL ANÁLISIS DE FONDO 
En los términos de la demanda, corresponde establecer la validez de los actos que fijaron los valores de la Unidad de Valor Real (UVR) entre el 16 de agosto de 2000 y el 15 de noviembre de 2008, en cuanto, según se afirma, resultan de aplicar la metodología o fórmula de cálculo establecida en el Decreto 234 de 2000, anulado por esta jurisdicción mediante Sentencia del 1° de septiembre de 2005 (13903). 
El análisis del problema jurídico así esbozado, se abordará desde las siguientes aristas:    
ANTECEDENTES DE LA UNIDAD DE VALOR REAL - SISTEMA DE VALOR CONSTANTE, DE LA UNIDAD DE PODER ADQUISITIVO CONSTANTE (UPAC) Y DE LA UNIDAD DE VALOR REAL (UVR) – MARCO LEGAL DE LA METODOLOGÍA PARA DETERMINAR EL VALOR DE LA UVR
 

Dado el auge en la construcción de vivienda y el crecimiento económico de nuestro país durante la década de los setenta, el Plan de Desarrollo de la época advirtió la necesidad de canalizar recursos hacia el sector de la construcción para beneficiar la producción de bienes esenciales y la generación de empleo. 

Debido a la necesidad de recursos suficientes para la eficacia de la política de desarrollo urbano y de los incrementos en la tasa de ahorro para inversiones mediante títulos a largo plazo destinados a financiar la actividad de la construcción urbana, el Gobierno adoptó medidas para estimular el ahorro privado y canalizar parte de él a la financiación de la actividad de la construcción, con el fin de cumplir las metas de suministro de vivienda y generación de nuevo empleo. 

De tales medidas  dan cuenta los Decretos 677 (arts. 3,11) y 678 (art. 1) del 2 de mayo de 1972, que previeron el fomento del ahorro para la construcción con base en el principio del valor constante de ahorros y préstamos determinado contractualmente, así como el reajuste periódico de unos y otros de acuerdo con las fluctuaciones del poder adquisitivo de la moneda en el mercado interno, con el fin de que conservaran su valor constante. Los intereses pactados se liquidarían sobre el valor principal reajustado.

En el mismo sentido, autorizaron la constitución de corporaciones privadas de ahorro y vivienda para promover el ahorro privado y canalizarlo hacia la industria de la construcción, dentro del mismo sistema de valor constante.

El Sistema de Valor Constante
 así adoptado, constituyó un instrumento para incentivar el ahorro de los colombianos y encauzarlo hacia la industria de la construcción, siguiendo el modelo estadounidense que, ante la crisis económica de 1929, impulsó dicho sector para dinamizar la economía con más personas con salario, más personas comprando bienes y servicios, más rotación del dinero, etc. 

Conforme con los mismos decretos ya citados, la Junta de Ahorro y Vivienda debía estudiar y proponer regulaciones generales sobre el sistema de valor constante y las tasas de interés, en convenio con la Junta Monetaria, para que el Presidente de la República las adoptara. Tales propuestas se recogieron en el Acuerdo No. 1 del día 13 de julio de 1972.  

Bajo tales consideraciones y en ejercicio de las facultades que le confería el numeral 14 del artículo 120 de la Constitución de 1886
, el Gobierno expidió el Decreto 1229 del 17 de julio de 1972 (arts. 1, 3) que estableció la Unidad de Poder Adquisitivo Constante (UPAC), asignando su cálculo mensual a la Junta de Ahorro y Vivienda, de acuerdo con la variación resultante del promedio del IPC para empleados y obreros que el DANE elaborara para el periodo de doce meses inmediatamente anterior. 
Con la misma peridiocidad mensual, la Junta Monetaria debía informar los valores de la UPAC, en moneda legal, a las Corporaciones de Ahorro y Vivienda para cada uno de los días del siguiente mes. El Decreto 1269 de 1972 reguló el funcionamiento de dichas Corporaciones. 

De esta manera nació el sistema de crédito hipotecario como palanca directa para el sector financiero y la construcción, que producía efectos multiplicadores y mejoraba las variables económicas más importantes. 
La Unidad de Poder Adquisitivo Constante – UPAC - pretendía proteger la inversión, facilitar la adquisición de vivienda, disminuir el riesgo de la pérdida de poder adquisitivo para ahorradores y prestatarios del sistema financiero, cubrir la inflación e incentivar el crédito con el favorecimiento del sector de la construcción y del financiero ante el incremento de demanda de créditos para la compra de viviendas. La dinamización de dichos sectores, según se previó, disminuiría el nivel de desempleo, generaría mayor poder adquisitivo y produciría mayores requerimientos de bienes y servicios. 

La preocupación no era otra que el manejo de la inflación, dando paso a que la Corrección Monetaria (CM) ajustara el valor del UPAC para atarlo al crecimiento de las cuotas del crédito. Con la idea original de ajustar el valor de las cuotas según el cambio en el nivel de precios (inflación), la Corrección Monetaria se calculaba con base en el IPC.

La UPAC, entonces, permitía que los usuarios confiaran en que su dinero estaba protegido contra la inflación, pues la corrección Monetaria (CM) estaba atada a la variación del IPC. Con el paso del tiempo la unidad fue cambiando hasta el punto de que en 1984 tomó las tasas del mercado como componente de su fórmula.

En efecto, durante muchos años, el sistema de crédito hipotecario en UPAC funcionó ajustándose con la inflación, aunque con algunas modificaciones que buscaban hacerlo más competitivo y que condujeron a que en 1984, por el Decreto 1131, se introdujera por primera vez un componente de tasa de interés al cálculo de la corrección monetaria, desligándola del IPC como instrumento inicial de actualización. 

En 1988, el Decreto 1319 incluyó el 35% del valor de la DTF
 del mes anterior en el cálculo de la corrección monetaria, y en 1993, por Resolución Externa No. 6 del Banco de la República, se adoptó como criterio el costo ponderado de las captaciones y se determinó el valor de la UPAC equivalente al 90% de la tasa promedio de captación (DTF). 

En 1990 el país entró en un proceso de apertura económica que trajo consigo la reforma sustancial al sistema financiero, a través de la Ley 45 de ese año. Se permitió la evolución de las entidades financieras a la banca múltiple, lo que produjo que las Corporaciones de Ahorro y Vivienda (CAV) dejaran de ser las únicas prestatarias en UPAC, y se suprimió el acceso a los recursos del Fondo de Ahorro y Vivienda (FAVI).

Esta reforma financiera propició la desregulación y privatización del sistema financiero, con la que desaparecieran las mediaciones protectoras por parte de diferentes entidades estatales, de modo que las instituciones financieras pudieran realizar las funciones propias y complementarias de su objeto social, y el sector privado pudiera adquirir establecimientos públicos financieros para hacerlos más eficientes.
Por Decreto 1127 del 29 de mayo del mismo año – 1990 (art. 1), el Gobierno intervino la actividad de las corporaciones de ahorro y vivienda, considerando que para la estabilidad del sistema de valor constante era indispensable que el ahorro privado captado se remunerara de acuerdo con las condiciones generales del mercado financiero y la evolución de la inflación; y que para lograr ese objetivo era necesario ajustar el sistema de cálculo del valor de la Unidad de Poder Adquisitivo Constante, UPAC. 

Dicha normativa de intervención trasladó al Banco de la República la función de calcular mensualmente los valores en moneda legal de la UPAC para cada uno de los días del mes siguiente, en el porcentaje del 45% de la variación resultante en el IPC (total ponderado) aplicable a los doce meses inmediatamente anteriores, al cual debía adicionársele el 35% del promedio de la tasa variable DTF calculada por el Banco para el mes inmediatamente anterior. 

La sujeción de la CM a la DTF fue una estrategia adoptada para hacer el sistema más competitivo y permitir que las CAV pudieran operar en igualdad de condiciones que las demás entidades financieras. Aunque desde 1984 la DTF hacia parte de la formula de la CM, después de la reforma incrementó su participación con el fin de que reflejara el movimiento de las tasas del mercado, a pesar de que los ingresos de los usuarios del sistema UPAC crecían en razón de la inflación y no de dichas tasas; además, en últimas, la DTF era un indicador de corto plazo y los créditos para vivienda eran a largo plazo.
En 1993 comenzaron a variar altamente las tasas de interés, y en 1994 se muestra una tendencia sistemática a aumentarlas, afectando el sector de la construcción. La sobreoferta de viviendas propició su desvalorización y para conjurar esa crisis el Emisor ató la CM a la DTF en su totalidad, eliminando la inflación de la fórmula. 

A su vez, el Decreto N° 1730 del 4 de julio de 1991 (arts. 2. 1. 2. 3. 2., 2. 1. 2. 3. 3. y 2. 1. 2. 3. 7), por el cual se expidió el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, previó el desarrollo de las finalidades de las Corporaciones de ahorro y vivienda (promoción del ahorro privado y su canalización hacia la industria de la construcción) dentro del sistema de valor constante.  

Así mismo, retomó el criterio del Decreto 677 de 1972 para referir el principio del valor constante de ahorros y préstamos, determinado contractualmente, como base del fomento del ahorro para la construcción, y para prever la conservación del valor constante de los ahorros y de los préstamos mediante reajustes periódicos, de acuerdo con las fluctuaciones del poder adquisitivo de la moneda en el mercado interno y la liquidación de intereses pactados sobre el valor principal reajustado.

En desarrollo del mismo principio consagró la Unidad de Poder Adquisitivo Constante (UPAC) para que, con base en ella, las corporaciones de ahorro y vivienda llevaran todas las cuentas y registros del sistema, reducidos a moneda legal. 

Tales disposiciones se mantuvieron en el artículo 134 del Decreto 663 de 1993 por el cual se actualizó el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se modificó su titulación y numeración. Dicho artículo fue declarado inexequible por la sentencia C-700 de 1999
.

Por la Ley 31 de 1992 se dictaron las normas a las que debía sujetarse el Banco de la República para el ejercicio de sus funciones, y el Gobierno, para señalar el régimen de cambio internacional, los Estatutos del Banco y el ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control del mismo.  

Dicho ordenamiento dispuso que al Banco de la República le correspondía estudiar y adoptar las medidas monetarias, crediticias y cambiarias para regular la circulación monetaria y en general la liquidez del mercado financiero, así como el normal funcionamiento de los pagos internos y externos de la economía, velando por la estabilidad del valor de la moneda. 

Bajo tales cometidos, la ley facultó a la Junta Directiva del Banco para, entre otras funciones, fijar la metodología con la que se habría de determinar los valores en moneda legal de la Unidad de Poder Adquisitivo Constante - UPAC -, procurando que reflejara los movimientos de la tasa de interés en la economía (La expresión en cursiva fue declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-383 de 1999). 

La Resolución 26 del 9 de septiembre de 1994 sustituyó la Resolución Externa 6 de 1993 y abolió la inflación como base de cálculo de la corrección monetaria, de modo que el IPC quedó excluido del índice de precios y la fórmula para calcularla quedó totalmente dependiente de la tasa de interés de mercado. Hasta septiembre de 1996 la corrección monetaria estuvo por encima de la inflación en 3.2 puntos promedio, y en 1998 ese porcentaje se amplió considerablemente.  

Por diversos factores internos y externos, las tasas de colocación y captación llegaron a niveles exorbitantes durante los dos años siguientes (45% y 34%), lo cual produjo una devaluación del 17% que incrementó las tasas de interés reales. 

La sujeción de la corrección monetaria a la DTF buscó poner en igualdad de condiciones a las corporaciones de ahorro y vivienda con el resto del sistema financiero, a fin de que compitieran por recursos en el mercado nacional y extranjero de capitales; máxime cuando el ajuste periódico del UPAC demostró su incapacidad a la hora de sostener el poder adquisitivo de la moneda, pues mientras que el índice de precios al consumidor se multiplicó 114 veces al pasar de 3.34 en septiembre de 1972 a 379.52 en agosto de 1994, la UPAC lo hizo 60 veces, con un incremento de 100.49 a 5979.7 pesos en el mismo lapso. 

Además, en plena liberación financiera era anacrónico que la remuneración de las cuentas de ahorro UPAC fuera hasta 1993 una decisión unilateral del Emisor, sin que las corporaciones pudieran aumentar los intereses de sus captaciones a corto plazo y a niveles competitivos, porque sólo podían recuperar ese costo 15 años después.

Con ello, el crecimiento de las deudas era mayor al de los ingresos de quienes las adquirían, lo cual contrariaba la lógica económica en cuanto implicaba poner precios por encima de la productividad marginal del capital y del trabajo, conduciendo a que el sistema colapsara. 
Frente a tal situación, muchos deudores se vieron obligados a entregar sus viviendas en dación en pago a las instituciones financieras, por la imposibilidad de cubrir la obligación; ello, unido al rezagado incremento de los ingresos de los deudores, la caída en el precio de las viviendas y la consiguiente pérdida de las garantías que respaldaban los préstamos otorgados, afectó a los deudores, a las entidades financieras y a la actividad constructora, dado que los créditos se volvieron impagables, se entregaron muchas viviendas que los respaldaban y se multiplicaron las demandas contra el sistema financiero. 

A su vez, la Resolución Externa No. 18 del 30 de junio de 1995 previó que el Banco calcularía mensualmente, para cada uno de los días del mes siguiente, el valor en moneda legal de la Unidad de Poder Adquisitivo Constante -UPAC-, equivalente al setenta y cuatro por ciento (74%) del promedio móvil de la tasa DTF efectiva de que tratan las Resoluciones 42 de 1988 y 17 de 1993 de la Junta Directiva, de las cuatro (4) semanas anteriores a la fecha de cálculo; y que ello se aplicaría para la determinación de los valores en moneda legal de la Unidad de Poder Adquisitivo Constante -UPAC- a partir del 1° de agosto de 1995.
En 1998 la crisis se agudizó porque las tasas de interés reales se incrementaron e hicieron que la cartera de las Corporaciones de Ahorro y Vivienda aumentara, pues los créditos eran en UPAC pero sus pasivos estaban atados a la inflación y a la DTF, haciendo que muchas familias perdieran sus viviendas. 
Mediante la Ley 51 de 1990 se autorizó al Gobierno Nacional para emitir, colocar y mantener en circulación los "Títulos de Tesorería TES- Clase B"
, con el fin de sustituir los títulos de Ahorro Nacional – TAN, obtener recursos para financiar apropiaciones del Presupuesto General de la Nación y efectuar operaciones temporales de tesorería. El Decreto 2599 de 1998 autorizó la emisión de dichos títulos para financiar apropiaciones del Presupuesto General de la Nación de la vigencia fiscal 1999.

Por Decreto 856 del 20 de mayo de 1999, el Presidente de la República autorizó la denominación de dichos títulos en Unidades de Valor Real Constante, concebidas como unidades de medida que, en razón de la evolución de su valor en moneda legal colombiana con base en la variación del índice de precios al consumidor, reconocen la variación en el poder adquisitivo de la moneda legal colombiana (arts. 1 y 2). 
El propósito de la unidad fue proteger de las variaciones en el nivel de precios de la economía a los compradores de los títulos de deuda pública de largo plazo, dado el alto riesgo de inflación que tienen y que afecta las tasas de interés en el largo periodo, permitiéndoles asegurar una rentabilidad real por encima de la inflación. 

El Decreto también estableció que el valor en moneda legal colombiana de la UVR cambiaría diariamente desde el día 16 de un determinado mes calendario hasta el día 15 del mes calendario inmediatamente posterior, con base en la variación mensual del índice de precios al consumidor certificada por el DANE para el mes previo al del inicio de su aplicación, de acuerdo con la siguiente fórmula:

UVRt = UVRI5m x (1+Im-1)t/Dm
Este Decreto fue demandado en acción de simple nulidad ante la Sección Primera de esta Corporación, aduciéndose la incompetencia del Gobierno Nacional para regular la actividad financiera. Por sentencia del 26 de octubre del 2000 (exp. 5900), se negó la pretensión elevada.

Así mismo, en demanda interpuesta contra la Circular Externa No. 007 del 27 de enero del 2000 de la Superintendencia Bancaria (exp. 12712), se alegó la inconstitucionalidad del artículo 3º del decreto que se viene comentando, porque el Presidente de la Republica no tenía facultades para fijar la devaluación de la moneda o corrección monetaria. 

Por sentencia del 27 de febrero del 2003, la Sección Cuarta del Consejo de Estado se abstuvo de pronunciarse sobre tal cuestionamiento en virtud del carácter rogado de la jurisdicción contenciosa, pues al no haberse demandado directamente el decreto mencionado, la controversia acerca de si el Gobierno era o no competente para expedirlo y si aquél podía aplicarse al sistema de financiación de vivienda a largo plazo en los términos regulados por la Ley 546 de 1999, no era un asunto que pudiera decidirse en ese proceso.  

En virtud de los artículos 16, literal f) y 20 de la Ley 31 de 1992, la Junta Directiva del Banco de la República expidió la Resolución Externa No. 10 del 1º de junio de 1999, por la cual dispuso que dicha entidad debía calcular mensualmente la Unidad de Poder Adquisitivo Constante para cada uno de los días del mes siguiente, e informarla con idéntica periodicidad a las corporaciones de ahorro y vivienda, el valor en moneda legal de la misma. 

Para ese efecto, señaló que la corrección monetaria se tomó como equivalente al promedio aritmético de las tasas anuales de inflación, medidas con base en el IPC de los 12 meses anteriores a aquél en el cual se hacía el cálculo. En ese sentido y de manera transitoria, dispuso la corrección monetaria para los meses de junio a noviembre de 1999 por el equivalente de los porcentajes de la inflación calculada en la forma señalada (En sentencia del 22 de junio del 2001, exp. 10164, la Sección Cuarta del Consejo de Estado negó la nulidad de la Resolución 10 – en comentario - y aceptó la validez de esta forma de cálculo). 
En sentencia C-747 del 6 de octubre de 1999, que examinó la constitucionalidad de algunos apartes de los numerales 1º y 2º del artículo 121, y 1º y 2º del artículo 134 del Decreto Ley 663 de 1993, la Corte Constitucional precisó que al Congreso de la República le corresponde regular, mediante ley marco (art. 150, numeral 19 literal d), todo lo atinente al sistema adecuado para la financiación de vivienda a largo plazo, contemplado en el artículo 51 de la Constitución, conforme a reglas que consulten la equidad y la justicia, de modo que se armonice el valor de las cuotas a cargo de los deudores y los plazos para redimirlas, sin que aquéllas aumenten en desmedro de las finalidades de la citada norma constitucional. 
LA REGULACIÓN DEL CÁLCULO DE LA UVR EN EL MARCO DE LA LEY 546 DE 1999

El 23 de diciembre de 1999 se expidió la Ley 546
, con el fin de establecer las normas generales y los criterios a los cuales debía sujetarse el Gobierno Nacional para regular el sistema especializado de financiación de vivienda individual a largo plazo, ligado al índice de precios al consumidor, y para determinar condiciones especiales de vivienda de interés social urbana y rural, con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional a la vivienda digna (arts. 1º y 2º).
El artículo 3° de dicho cuerpo normativo dispuso en su texto original: 

“ARTICULO 3º. La Unidad de Valor Real (UVR) es una unidad de cuenta que refleja el poder adquisitivo de la moneda, con base exclusivamente en la variación del índice de precios al consumidor certificada por el DANE, cuyo valor se calculará de conformidad con la metodología que establezca el Consejo de Política Económica y Social, Conpes. Si el Conpes llegare a modificar la metodología de cálculo de la UVR, esta modificación no afectará los contratos ya suscritos, ni los bonos hipotecarios o títulos emitidos en procesos de titularización de cartera hipotecaria de vivienda ya colocados en el mercado. 

El Gobierno Nacional determinará la equivalencia entre la UVR y la Unidad de Poder Adquisitivo Constante, UPAC, así como el régimen de transición de la UPAC a la UVR (la parte subrayada fue declarada inexequible por la Corte Constitucional, en sentencia C-955 del 2000). 

La UVR entonces se concibió como la unidad de cuenta que refleja el poder adquisitivo de la moneda, con base exclusivamente en la variación del índice de precios al consumidor certificada por el DANE. Esta concepción retoma, en esencia, la definición del Decreto 856 de 1999
, que vincula la unidad  exclusivamente al índice de precios al consumidor reflejado diariamente, como forma de mantener el poder adquisitivo de la moneda colombiana. 

Con esta regulación, el legislador pretendió proteger el patrimonio de las familias representado en la vivienda; fomentar el ahorro destinado a la financiación y a la construcción de aquélla; proteger a los usuarios de los créditos de vivienda; propender por el desarrollo de mecanismos eficientes de financiación de vivienda a largo plazo; proveer por el otorgamiento de los créditos y su atención de acuerdo con la capacidad de pago de los deudores; facilitar el acceso a la vivienda en condiciones de equidad y transparencia; promover la construcción de vivienda en condiciones financieras que hagan accesible la vivienda a un mayor número de familias; y priorizar los programas y soluciones de vivienda de las zonas afectadas por desastres naturales y actos terroristas (art. 2. Ibídem). 

En ese contexto, autorizó el otorgamiento de créditos de vivienda por parte de entidades diferentes de los establecimientos de crédito, siempre que los sistemas de amortización no contemplaran capitalización de intereses, ni previeran la imposición de sanciones por pagos anticipados totales o parciales.
Así, la Ley 546 ató el sistema de financiación de vivienda a la Unidad de Valor Real – UVR, sustitutiva del sistema UPAC, admitió los créditos con tasa fija de interés durante todo su plazo, con la prohibición de capitalizar intereses; y aceptó la posibilidad de pagar anticipadamente la deuda en cualquier tiempo
.  

Por su parte, el Consejo Nacional de Política Económica y Social expidió el Documento CONPES 3066 del 23 de diciembre de 1999, que estableció la metodología de cálculo de la UVR.
En la misma fecha y para los efectos del numeral 2 del artículo 41 de la Ley 546 de 1999, el Ministerio de Hacienda expidió la Resolución 2896, por la cual publicó el valor de la UVR respecto de cada uno de los días comprendidos entre el 1º de enero de 1993 y el 31 de diciembre de 1999. 
Esta norma disponía la reliquidación del saldo total de los créditos
, para la cual las Circulares Externas 7 y 8 del 2000 impartieron instrucciones y utilizaron la UVR publicada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con la metodología establecida en el Decreto 856 de 1999. 

A su vez, el Decreto 2703 del 30 de diciembre de 1999 determinó la equivalencia entre la UVR y la Unidad de Poder Adquisitivo Constante -UPAC-, el régimen de transición de la UPAC a la UVR y, para calcular el valor de ésta última adoptó la metodología recomendada por el Consejo de Política Económica y Social, CONPES, previendo que la misma debía utilizarse para calcular el valor diario en pesos de la Unidad por parte de la Secretaría Técnica del Consejo Superior de Vivienda, a partir del 1o. de enero del 2000.

La sentencia C-955 de 2000 declaró exequible el artículo 1 de la Ley 546 de 1999, en el entendido de que las entidades que otorguen créditos de vivienda debían hallarse sometidas al control, vigilancia e intervención del Estado, y que en los préstamos que otorguen debe garantizarse la democratización del crédito y la efectividad del derecho a una vivienda digna mediante sistemas adecuados de financiación a largo plazo. 

La misma declaratoria recayó sobre los artículos 2 y 3 ibídem, bajo la consideración de que la Junta Directiva del Banco de la República debía proceder a establecer el valor de la UVR, de tal manera que incluyera exclusiva y verdaderamente la inflación, como tope máximo, sin elemento ni factor adicional alguno, correspondiendo exactamente al IPC.

Así mismo, la sentencia declaró inexequibles los apartes del artículo 3° ejusdem, que  asignaban el diseño de la metodología para calcular la UVR al Consejo de Política Económica y Social CONPES, entidad que determinó los valores de la UVR entre el 1º de enero y el 10 de agosto del 2000, según la metodología establecida en el Decreto 2703 de 1999 del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, toda vez que tal función le correspondía a la Junta Directiva del Banco de la República. 

De igual forma, declaró exequible el numeral 2º del artículo 17 de la Ley 546, sólo si se entendía que la tasa de interés remuneratoria a que se refiere no incluye el valor de la inflación, que siempre es inferior a la menor tasa real cobrada en las demás operaciones crediticias en la actividad financiera, según certificación de la Superintendencia Bancaria, y que su máximo lo determinaría la Junta Directiva del Banco de la República, conforme con lo resuelto por la Corte Constitucional, en las sentencias C-481 del 7 de julio de 1999 y C-208 del 1 de marzo de 2000.

En tal sentido, la Corte precisó que los créditos vigentes al momento de comunicarse la sentencia, en los cuales se hubieren pactado intereses superiores al máximo legal, debían reducirse al tope máximo indicado, aplicable a todas las cuotas futuras; y que los intereses remuneratorios se calculan sólo sobre los saldos insolutos de capital, actualizados con la inflación. 

A su turno, la sentencia C-1377 de 2000 declaró la existencia de cosa juzgada constitucional respecto de los artículos 1, 3 y 41 de la Ley 546 de 1999, porque hicieron parte del análisis de la sentencia C-955 del 2000, anteriormente referida, y ordenó estarse a lo que ésta resolvió.   

Al tiempo y ya que uno de los cargos contra el último de los artículos citados se basó en la remisión legal al Decreto 856 de 1999, la Corte se declaró incompetente para proveer sobre el mismo por no corresponderle examinar tal categoría normativa. 
De acuerdo con los análisis de constitucionalidad enunciados, la Junta Directiva del Banco de la República expidió la Resolución 13 de 2000 en la que adoptó la metodología para calcular el valor de la UVR en moneda legal colombiana, previendo su diaria determinación por el periodo de cálculo comprendido entre el día 16 inclusive, de un mes hasta el día 15, inclusive, del mes siguiente.

El artículo 2° de dicha resolución dispuso que al Banco le correspondía calcular y divulgar mensualmente el valor en moneda legal de la UVR para cada uno de los días del período de cálculo, de acuerdo con la metodología adoptada, y que tal resultado lo informaría con idéntica periodicidad.  

DEL FUNDAMENTO JURÍDICO QUE CITAN LOS ACTOS QUE CALCULARON LOS VALORES DIARIOS DE LA UNIDAD DE VALOR REAL DURANTE LOS PERIODOS MENSUALES COMPRENDIDOS ENTRE EL 16 DE AGOSTO DE 2000 Y EL 15 DE NOVIEMBRE DE 2008, INCLUSIVE
El primer aparte de esta considerativa anotó que el cálculo de los valores diarios para los periodos mensuales comprendidos entre el 16 de agosto de 2000 y el 15 de noviembre de 2008, fue hecho mediante los actos complementarios de cuya divulgación se ocuparon los boletines citados en las dos primeras páginas de la presente sentencia.  
La parte introductoria de dichos actos cita claramente a la Resolución Externa No. 13 de 2000 como puede apreciarse en los gráficos de las páginas 28 y 29.  
No existiendo elemento material que sugiera lo contrario y de cara al artículo 2° de la Resolución en comentario, ya citado en apartes anteriores, se deduce que la mención referida identifica el fundamento jurídico de los cálculos enjuiciados, pudiéndose sostener que estos fueron realizados por y para los fines de la metodología adoptada por el artículo 1° ibídem y concretada, se reitera, en la aplicación de la fórmula UVRt = UVR15*(1+i)t/d, cuyas variables, a su vez, significan:   
UVRt: el valor en moneda legal colombiana de la UVR del día t del período de cálculo.

UVR15: el valor en moneda legal colombiana de la UVR el día 15 de cada mes.

i: la variación mensual del índice de precios al consumidor certificada por el DANE durante el mes calendario inmediatamente anterior al mes del inicio del período de cálculo.

t: el número de días calendario transcurridos desde el inicio de un período de cálculo hasta el día de cálculo de la UVR. Por lo tanto, t tendrá valores entre 1 y 31, de acuerdo con el número de días calendario del respectivo período de cálculo.

d: el número de días calendario del respectivo período de cálculo

Vistos elementos en la ecuación de la metodología adoptada por la Resolución 13 de 2000, se entiende que: el Valor en moneda legal colombiana de la UVR del día específico en que se calcula, es igual al valor en moneda legal colombiana de la UVR del día 15 de cada mes, por 1 más la variación mensual del índice de precios al consumidor que certifica el DANE durante el mes calendario inmediatamente anterior a aquél en que inicia el periodo de cálculo (desde el día 16 inclusive, de un mes hasta el día 15, inclusive, del mes siguiente), elevado al número de días calendario transcurridos desde el inicio de ese periodo hasta el día en que se calcula la unidad (entre 1 y 31 según el número de días calendario del respectivo periodo), sobre el número de días calendario del respectivo período de cálculo. 

Es de observar que la Sala, en sentencia del 23 de agosto de 2012
, proferida dentro de los procesos acumulados 14824 y 16053, examinó la legalidad de dicha metodología respecto de la estructura matemática que involucraba. 
Quienes accionaron dichas causas sostuvieron que la metodología referida incluía la capitalización de intereses en los créditos hipotecarios de vivienda, por utilizar una ecuación de interés compuesto que generaba incremento adicional en la cotización diaria de la unidad de valor real.

Al proveer sobre esa censura, la Sala precisó que la metodología de la Resolución 13 de 2000 sujetada al índice de precios al consumidor, no incrementa ilegítimamente el capital ni las cuotas de amortización, y que se considera técnicamente adecuada, porque explica en mejor medida la evolución diaria de los precios, asegurando que las cuotas crezcan al ritmo de la inflación. 
En otras palabras y desde una perspectiva financiera
, que además surgió en el marco de una completa valoración probatoria, la Sala clarificó que la ecuación de la metodología adoptada busca agregar el IPC de manera que se obtuviera su acumulado mensual, que ello podía hacerse a través de fórmulas de composición simples y compuestas como instrumentos matemáticos que expresan funciones aritméticas (que suman) y geométricas (que multiplican), y que el Banco de la República, en su autonomía técnica, optó por aplicar el procedimiento correspondiente a la segunda de dichas funciones, en tanto explica en mejor medida la evolución diaria de precios, porque aumenta el factor multiplicador a medida que pasa el tiempo, mientras que en la función aritmética dicho factor permanece igual.

A partir de esa premisa, lograda en el marco de la explicación que aparece en las páginas 79 a 84 del fallo que se viene ilustrando, se concluyó que “la fórmula que utiliza la metodología de cálculo del valor en pesos de la UVR es la idónea para establecer el valor diario de la unidad, porque lo que hace es descomponerla geométricamente para actualizarla, no para capitalizarla” 

EL CONTEXTO DEL DECRETO 234 DE 2000, EL JUICIO DE LEGALIDAD SOBRE EL MISMO Y SU INCIDENCIA EN LOS ACTOS QUE CALCULARON EL VALOR DIARIO DE LA UVR DURANTE LOS PERIODOS MENSUALES COMPRENDIDOS ENTRE EL 16 DE AGOSTO DE 2000 Y EL 15 DE NOVIEMBRE DE 2008, INCLUSIVE
El acápite anterior de esta providencia ha dejado en claro que los actos que calcularon el valor diario de la UVR durante los periodos mensuales comprendidos entre el 16 de agosto de 2000 y el 15 de noviembre de 2008, se fundamentaron expresamente en la Resolución 13 de 2000, y que esta Sala declaró que la misma se ajustaba a derecho, porque la estructura matemática de la fórmula que representa la metodología que dicha resolución estableció, no capitaliza intereses en los créditos hipotecarios de vivienda
. 
Ante esa precisión de los actos de cálculo, el cargo de nulidad esgrimido en el sub lite no tiene asidero alguno, por lo menos en términos formales. 

Aducir que los 30 cálculos diarios de UVR relacionados en cada uno de los 100 actos divulgados a través de los boletines señalados en las páginas 1 y 2 de esta sentencia (alrededor de 3000 cálculos), se realizaron con base en el Decreto 234 de 2000 involucra un vicio de falsa motivación que se aparta de la textualidad con la que se expresa la voluntad administrativa contenida en dichos actos (léase parte introductoria de los gráficos insertados en las pág. 28 y 29). 

Para examinar el punto, comenzaremos por referirnos al contexto del referido Decreto 234, que se expidió en ejercicio de las facultades reglamentarias conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la CP., respecto del artículo 64 de la Ley 45 de 1990, y dispuso: 

“De conformidad con el artículo 64 de la Ley 45 de 1990, para efectos de establecer el valor del reajuste de la Unidad de Valor Real, UVR, que computará como interés en los créditos a largo plazo denominados en esta unidad, la Superintendencia Bancaria informará mensualmente la inflación registrada durante los doce meses inmediatamente anteriores, de acuerdo con las certificaciones publicadas por el Departamento Nacional de Estadística, DANE.

Dicha información, conjuntamente con la tasa remuneratoria pactada en cada operación de crédito, se utilizara para la determinación de la tasa de interés cobrada en el mes.”

La norma reglamentada (artículo 64 de la Ley 45 de 1990), prevé: 
“Para efectos del artículo 884 del Código de Comercio, en las obligaciones pactadas en unidades de poder adquisitivo constante (UPAC) o respecto de las cuales se estipule cualquier otra cláusula de reajuste, la corrección monetaria o el correspondiente reajuste computará como interés.”
Según la norma evocada (el artículo 884)
, “Cuando en los negocios mercantiles haya de pagarse réditos de un capital, sin que se especifique por convenio el interés, éste será el bancario corriente; si  las partes no han estipulado el interés moratorio, será equivalente a una y medio veces del bancario corriente y en cuanto sobrepase cualquiera de estos montos el acreedor perderá todos los intereses, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley 45 de 1990.

Se probará el interés bancario corriente con certificado expedido por la Superintendencia Bancaria”. 
El Decreto 234 de 2000 fue derogado por el Decreto 2204 del 28 de junio de 2005 y anulado por la Sentencia del 1° de septiembre del mismo año, proferida dentro del expediente 13903, al encontrarlo contradictorio de los criterios y parámetros rectores del sistema especializado de financiación de vivienda  previsto en la Ley 546 de 1999, bajo el entendido de que el saldo de capital prestado en los créditos hipotecarios denominados en UVR ya estaba actualizado al ritmo de la inflación.

Así mismo y de acuerdo con los lineamientos de la sentencia C-955 de 2000, el fallo anulatorio señaló que en el régimen de financiación de vivienda a largo plazo, previsto en la Ley 546 de 1999, el Gobierno Nacional no tiene facultad de regulación, pues la competencia privativa para  fijar los límites de las tasas máximas de interés que pueden cobrar las entidades financieras sobre los créditos de vivienda denominados en UVR, era exclusiva de la Junta Directiva del Banco emisor. 
Igualmente, sostuvo que esa absoluta falta de competencia afectó de inconstitucionalidad sobreviniente al Decreto 234, a partir de la fecha en que se profirió la sentencia C-955 (26 de julio de 2000); y que a la Junta Directiva del Banco de la República es a la que le correspondía adoptar las medidas pertinentes para eliminar o reducir los efectos de las distorsiones inflacionarias en el valor de la Unidad de Valor Real, en beneficio de los usuarios del sistema créditos de vivienda a largo plazo.
No obstante lo decidido, la Sala descartó la reliquidación de créditos porque ese proceder se agotó respecto de los pactados en UPAC, al momento de expedirse la Resolución 13 de 2000 (11 de agosto), con el fin de que aquéllos quedaran ajustados a la nueva unidad UVR de acuerdo con la metodología establecida en dicha resolución. 
En esencia, dicha metodología coincide con la establecida en el Decreto 2703 del 30 de diciembre de 1999 y ésta, a su vez, reprodujo la del Decreto 856 de 1999, cuya nulidad fue denegada en varias oportunidades respecto de las causas alegadas en cada una de ellas
.

Pero más allá de esa anulación y sus fundamentos, hay que resaltar que el artículo 64 de la Ley 45 de 1990, reglamentado por el Decreto 234 de 2000, refiere a las unidades de poder adquisitivo constante – UPAC - que desaparecieron con la entrada en vigencia de la Ley 546 de 1999. 

Así mismo, es claro que el mencionado artículo 64 se adoptó para los efectos del artículo 884 del Código de Comercio, compendio normativo que se circunscribe al ámbito de aplicación previsto en el artículo 1 ibídem, según el cual, la ley comercial se aplica a los comerciantes y a los asuntos mercantiles; y los casos no regulados expresamente en ella se deciden por analogía de sus disposiciones o, en su defecto, por la legislación civil. 
Al tenor de la misma regulación legal, son comerciantes todas las personas que profesionalmente se ocupan en alguna de las actividades que la ley considera mercantiles, específicamente señaladas en el artículo 20 ibídem, con exclusión de los actos enumerados en el artículo 23 ejusdem. 

Así mismo y con carácter general, son mercantiles todos los actos ejecutados por esos comerciantes y relacionados con actividades o empresas de comercio, al igual que los ejecutados por cualquier persona para asegurar el cumplimiento de obligaciones comerciales, cuyo objeto sea un negocio jurídico enmarcado en el ámbito del derecho comercial, sin perjuicio de que cuando el acto es mercantil para una de las partes, deban aplicarse las disposiciones de la ley comercial (art. 22). 

Ahora bien, el cálculo diario de la UVR es una decisión que opera en un ámbito superior al de la relación mercantil, propia del derecho privado, en cuanto atañe a la legalización del sistema especializado de financiación de vivienda individual a largo plazo, que el propio constituyente ordenó adoptar (art. 51 de la CP) para cumplir los fines esenciales por los que debe proveer el Estado Social (art. 2°). 
Se trata de un sistema ligado al índice de precios al consumidor y proscriptor de toda forma de capitalización de intereses, como condiciones necesarias para efectivizar el derecho constitucional a la vivienda digna y para garantizar el principio de democratización del crédito
.  
Tal ontología del sistema especializado de financiación de vivienda a largo plazo, implica que su regulación pública por parte de las normas marco contenidas en la Ley 546 de 1999 supere todo lindero de lo meramente comercial, en cuanto conlleva el deber estatal de intervenir las tasas de interés aplicables a los créditos de vivienda, para que, según lo anota la sentencia C-955 de 2000, los contratantes no las pacten en un plano de absoluta autonomía. 

Esa limitación contractual, en términos de la misma sentencia, obedece a que la determinación de las tasas de acuerdo con las fluctuaciones del mercado puede conducir a que las instituciones financieras, prevalidas de su posición dominante, impongan tasas y márgenes de intermediación excesivamente altos a sus deudores, haciendo nugatorios sus derechos constitucionales a la vivienda y al crédito, con la consiguiente ruptura del equilibrio contractual por el que deben velar las autoridades competentes.

Y es que, de cara a la obligación del Estado de promover “sistemas adecuados de financiación a largo plazo” (CP, art. 51), la regulación de los mismos debe operar en el marco de normas interventoras que garanticen el derecho a la libre competencia económica, las obligaciones derivadas de la función social propia de las entidades que ofrecen financiación de vivienda, y la responsabilidad de intervenir en la economía para que todas la personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a bienes y servicios básicos como la vivienda digna
.  
La normativa especial que se comenta y que protege adecuadamente a los usuarios de los servicios crediticios, impide, en principio, la aplicación automática  de las normas civiles y comerciales que regulan la misma actividad, en forma general. 
Con estas precisiones queda claro que los cálculos diarios de UVR encargados a la Junta Directiva del Banco de la República como autoridad constitucionalmente dotada de autonomía técnica para realizarlos, sólo pueden sujetarse a las normas especiales del sistema de financiación de vivienda a largo plazo, con ceñida aplicación de la fórmula en la que se traduce la metodología dispuesta por el artículo 1° de la Resolución 13 de 2000 actualmente vigente. 

DE LA VERIFICACIÓN SOBRE LA APLICACIÓN DEL DECRETO REGLAMENTARIO 234 DE 2000 EN LOS CÁLCULOS DIARIOS OBJETO DEL PRESENTE JUICIO DE LEGALIDAD 
El cargo de falsa motivación que dedujimos al inicio de este acápite, apunta a que los 3000 cálculos diarios reportados en los 100 actos que se divulgaron mediante los boletines demandados, resultaron de aplicar el artículo 1° del Decreto Reglamentario 234 del 15 de febrero de 2000. 

La constatación de esta hipótesis parte de examinar si cada cálculo fue producto de los elementos que integran el precepto reglamentario anteriormente mencionado, y que se previeron para establecer el valor del reajuste de la unidad de valor real computada como interés en los créditos a largo plazo denominados en esa unidad, de conformidad con el artículo 64 de la Ley 45 de 1990
 el cual, a su vez, buscó efectivizar el artículo 884 del C de Co.
, como ya se detalló.    
Tales elementos son: i) el informe mensual de la Superintendencia Bancaria sobre la inflación registrada durante los doce meses inmediatamente anteriores, de acuerdo con las certificaciones publicadas por el DANE, y, ii) el conocimiento de la tasa remuneratoria pactada en cada operación de crédito. 

Finalmente, el inciso 2° del artículo 1° en alusión, deja en claro que los elementos precitados se utilizan conjuntamente para determinar la tasa de interés mensual que puede cobrarse en los créditos pactados en UVR.
No obstante, la argumentación de los accionantes no es prolija frente a la presentación de estos elementos, ni frente a la manera concreta como inciden o se insertan en los cálculos diarios divulgados en los 100 boletines que enlistan las páginas 1 y 2 de este proveído o, dicho de otro modo, frente al ejercicio matemático del cual proviene cada cálculo, su correspondencia con el que supondría la aplicación del artículo 1° del Decreto 232 de 2000 y, de contera, su total ajenidad con el que implica la fórmula  UVRt = UVR15* (1+i)t/d, en la que se concreta la metodología dispuesta por la Resolución 13 de 2000. 
En efecto, el concepto de la violación de la demanda (fl. 213) parte de la afirmación de que para los cálculos diarios de UVR entre el 16 de agosto de 2000 y el 15 de noviembre de 2008 se aplica una metodología que refleja un mayor valor al del IPC certificado por el DANE, no obstante que, al tenor del artículo 3° de la Ley 546 de 1999, la inflación es el único factor que puede afectar la UVR.  

De igual forma, presenta un ejemplo matemático del que no logra advertirse  la inaplicación de todas las variables que integran la ecuación UVRt = UVR15* (1+i)t/d, o la aplicación de los parámetros de liquidación de intereses que   dispone el artículo 1° del Decreto 234 de 2000. 
Por su parte, el capítulo de hechos (fls. 212 - 213) se limitó a enunciar los artículos 371 de la CP, 51 de la Ley 31 de 1992, 3 de la Ley 546 de 1999 y 64 de la Ley 45 de 1990, indicando que, para establecer el interés aplicable a los créditos pactados en UVR, la última de dichas normas obligaba a multiplicar el monto de las unidades debidas más la tasa de interés remuneratorio aplicable al momento del pago. 

También anotó que el Decreto 234 de 2000 obligaba a sumar el IPC causado en el mes objeto de liquidación, al acumulado de IPC causado durante los 11 meses anteriores; que la aplicación de la metodología establecida en la Resolución 13 de 2000 generaba un cobro de interés compuesto, y que los boletines demandados publicaban cálculos diarios de UVR  diferentes de los que arroja dicha metodología, fundamentados en el Decreto 234 que había sido anulado.  

Si bien es cierto que los accionantes gozan de plena libertad argumentativa a la hora de estructurar los juicios de legalidad que proponen, y que las razones traídas a colación son producto de esa facultad de parte, considera la Sala que éstas no constituyen alegaciones idóneas para soportar el cargo de falsa motivación que entreteje los fundamentos del libelo in examine, por su altísimo contenido técnico.
En efecto, la presunción de legalidad que ampara a los actos generales demandados, unida al carácter rogado de esta jurisdicción al momento de instaurarse la demanda, no sólo exige que quienes pretendan desvirtuar esa presunción identifiquen las normas superiores violadas y las inferiores a las que atribuyen el efecto violatorio, sino que les obliga a concretar los elementos materiales de unas y otras que se consideran infringidos e infractores, endosándoles una carga argumentativa de absoluto detalle respecto del vicio por el que estiman que dichos actos son inválidos.
La materialización de dicha carga pende de la exposición de hipótesis, interpretaciones y deducciones específicas, pertinentes y suficientes respecto del vicio que se invoca, lo cual, a su vez, sólo puede fluir en el contexto de acusaciones comprensibles, que verdaderamente recaigan sobre el contenido material de la disposición acusada y que permitan advertir su alcance vulnerador sin suscitar dudas sobre ese efecto.
Cuando el discurso de ilegalidad traspasa el límite de lo comúnmente entendible o de la especialidad del juicio jurídico, por involucrar elementos de especial conocimiento técnico que el concepto de violación no presenta claramente, resulta inevitable que tales dudas empañen la argumentación, e impostergable que quien la elabora maximice su carga probatoria, en virtud del principio de necesidad previsto en el artículo 174 del CPC. 
Dicho postulado, como “regla técnica de procedimiento” predicada del derecho probatorio
, constituye un presupuesto material de las decisiones judiciales, en cuanto el convencimiento del juez o las autoridades administrativas respecto de la causa petendi que les corresponde juzgar o resolver pende del esclarecimiento de todas las circunstancias que circunscriben cada asunto litigioso, por medios externos. 
Sin embargo, esa proactividad de parte no se observa en el caso concreto, pues además de las falencias de detalle y de contundencia técnica en la presentación del cargo de falsa motivación por el especial contenido técnico que involucra, los demandantes restringieron su actividad probatoria a la petición de pruebas impertinentes y carentes de los requisitos sustanciales para decretarlas. 

No adjuntaron los actores ni sus coadyuvantes algún tipo de concepto especializado en la materia para respaldar las afirmaciones que hacen o para dotar de certeza técnica a los ejemplos transcritos en el libelo inicial y en sus alegatos de conclusión, máxime cuando el primero de ellos fue expresamente desmentido por la autoridad técnica demandada, aduciendo que el porcentaje de variación tomado por aquél es equivocado porque acumula aditivamente porcentajes anuales, cuando la acumulación debe hacerse en forma multiplicativa.    
De hecho, el porcentaje acumulado de inflación certificado por el DANE para el periodo comprendido entre enero de 2000 y diciembre de 2007 equivale al 62.93%, dejando sin asidero al de 49,35% que toma el ejemplo de la demanda y, por ende, el de 13.37% que se denuncia como cobrado de más.   

Observa igualmente la Sala que los alegatos de conclusión de los accionantes amplificaron en ciertos aspectos el marco argumentativo de la demanda. 
El ordenamiento procesal en materia contencioso administrativa delimita el espacio y la oportunidad para exponer los fundamentos de la pretensión de nulidad y las pruebas que los respaldan al texto mismo de la demanda. 

En efecto, el artículo 137 del Código Contencioso Administrativo (Nos. 3, 4, y 5) vigente para cuando se presentó la demanda, establecía que las demandas ante ésta jurisdicción debían contener, entre otros requisitos, los hechos u omisiones que sirvan de fundamento de la acción; los fundamentos de derecho de las pretensiones y, tratándose de la impugnación de actos administrativos, las normas violadas con la explicación del respectivo concepto de violación, además de la petición de pruebas que se pretendiera hacer valer.   

Con tal restricción el legislador pretendió velar por el derecho de defensa de los demandados, cuyo debido ejercicio impone el previo e íntegro conocimiento de los aspectos debatidos ante la autoridad jurisdiccional, para así contraatacarlos de manera efectiva. 

Aun así, previendo las posibles falencias iniciales en la elaboración del libelo, el artículo 208 ibídem abrió otro espacio para enmendar los errores, ambigüedades u omisiones que presente su texto inicial, a través de las figuras de la aclaración o corrección de la demanda, hasta el último día de la fijación en lista que ordena el auto admisorio para que los demandados puedan contestarla, proponer excepciones y solicitar pruebas (art. 207, No. 5 ejusdem). En tal caso, la fijación en lista debía volver a realizarse para que cumplir la finalidad anteriormente descrita.  

Vencido el término de fijación en lista del proceso, con o sin solicitud de aclaración o corrección de la demanda, el proceso se abría a pruebas bajo el entendido de que se encontraban agotadas las oportunidades procesales para que las partes solicitaran y aportaran las que pretendieran hacer valer. 

En el caso concreto se admitió la demanda y venció el término de fijación en lista sin que la parte actora presentara escrito de corrección o aclaración alguno para ampliar el concepto de violación por el cargo de ilegalidad discutido, o para aportar pruebas técnicas que dieran cuenta concreta de la fórmula con la que se obtuvo el resultado de los cálculos diarios acusados. El único memorial presentado en tal sentido reposa en los folios 336 y 337 del cuaderno y sólo tuvo como objeto la ampliación del petitum, con la inclusión de boletines no acusados en la demanda. 

Así y mediante Auto del 3 de mayo de 2010 (fl. 1324), el despacho sustanciador se limitó a examinar la petición de pruebas del libelo inicial
 y su contestación, reconociéndole tal mérito sólo a los documentos aportados por las partes. 
Por su parte, la Sala resolvió el recurso de súplica interpuesto contra el proveído anterior y el 10 de febrero de 2011 dispuso (fls. 1937 a 1944, c. 5): 

· Negar el interrogatorio de parte pedido en el escrito de aclaración y/o corrección de demanda de los folios 336 y 337
, por inconducente e improcedente, dado que: i) las razones de hecho y de derecho que motivaron la expedición de los actos acusados reposaban en sus antecedentes administrativos y en los demás documentos que aportaron las partes; ii) el interrogatorio no puede provocar la confesión provocada ni espontánea de los representantes legales de las entidades públicas; y, iii) involucra personal de la Superintendencia Financiera que no funge como parte en el proceso. 

· Adicionar el auto recurrido para negar la prueba pericial solicitada con fundamento en el artículo 243 del CPC, por cuanto se pidió de parte de un ente universitario cuya función principal no es la de rendir informes o dictámenes especializados sobre cuestiones que interesan al proceso, sino la de formar académicamente a profesionales en las distintas áreas del derecho. 
En consecuencia y toda vez que los alegatos de conclusión son una etapa procesal unívoca y exclusivamente establecida para reforzar o contradecir los argumentos claramente definidos en los cargos de la demanda, tratándose de procesos de única o primera instancia, o en los fundamentos de la apelación, en el caso de procesos tramitados en segunda instancia, las alegaciones de los actores que desbordaron ese alcance y los documentos relacionadas con las mismas, no pueden tenerse en cuenta por clara inoportunidad.  
En este orden de ideas, considera la Sala que no existen elementos fehacientes ni suficientes para aceptar que la metodología establecida en la Resolución 13 de 2000 no fue aplicada en la liquidación de los 3000 cálculos diarios de la UVR realizados durante los periodos mensuales comprendidos entre el 16 de agosto de 2000 y el 15 de noviembre de 2008, y divulgados a través de los boletines enunciados en las páginas 1 y 2 de esta providencia, ni que dichos actos se fundamentaron en el Decreto Reglamentario 234 de 2000. 
Por lo mismo, la declaratoria de nulidad del decreto mencionado carece de incidencia determinante en la presente decisión. 

En consecuencia y sólo por las razones analizadas, negará la Sala las pretensiones de la demanda de nulidad, al no haberse desvirtuado la presunción de legalidad de los actos objeto de la misma. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A

DENIÉGANSE las pretensiones de la demanda.

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal  de origen. Cúmplase.

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha.

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ
Presidente
(Ausente con excusa)
(Pasan Firmas)
(Vienen firmas)
HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS
MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ
� Hoy en día contemplada en el numeral 1° del artículo 149 del CEPAC, 





� La pieza documental obrante en los folios 58 a 59 del c. 4, constata que este boletín data del 6 de marzo de 2002 y como tal se admitió la demanda en su contra (fls. 248 a 251, c. 1).  





� Según corrección del petitum (fl. 235, c. 1); la demanda inicial se dirigía contra el Boletín 35 del 6 de noviembre de 2000.








� La pieza documental obrante en los folios 158 a 159 del c. 4, constata que este boletín data del 4 de abril de 2006, y como tal se admitió la demanda en su contra (fls. 248 a 251, c. 1). Implícitamente el escrito de corrección del petitum (fl. 235, c. 1) reconoce esa fecha.  





� Según corrección del petitum (fl. 235, c. 1); la demanda inicial se dirigía contra el Boletín 23 del 5 de junio de 2007.


� Por la cual se dictan las normas a las que deberá sujetarse el Banco de la República para el ejercicio de sus funciones, el Gobierno para señalar el régimen de cambio internacional, para la expedición de los Estatutos del Banco y para el ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control del mismo, se determinan las entidades a las cuales pasarán los Fondos de Fomento que administra el Banco y se dictan otras disposiciones. 





� Declarado exequible por la sentencia C-955 de 2000, en la que se anotó que la tasa de interés remuneratorio sobre préstamos de vivienda calculada sobre los saldos insolutos, no debe ser de tipo compuesto sino simple, de modo que no se multiplique sino que se sume a los puntos de la inflación.    


 


� UVRt: Valor en moneda legal colombiana de la UVR del día t del período de cálculo; UVR15: Valor en moneda legal colombiana de la UVR el día 15 de cada mes; i: Variación mensual del índice de precios al consumidor certificada por el DANE durante el mes calendario inmediatamente anterior al mes del inicio del período de cálculo; t: número de días calendario transcurridos desde el inicio de un período de cálculo hasta el día de cálculo de la UVR. Por lo tanto, t tendrá valores entre 1 y 31, de acuerdo con el número de días calendario del respectivo período de cálculo; y d: Número de días calendario del respectivo período de cálculo. 





� Este decreto reglamentó el artículo 64 de la Ley  45 de 1990 - Por la cual se expiden normas en materia de intermediación financiera, se regula la actividad aseguradora, se conceden unas facultades y se dictan otras disposiciones - , previendo que la tasa de interés mensual aplicable a los créditos a largo plazo denominados en UVR se determinaría con base en la tasa remuneratoria pactada en cada operación de crédito y la información mensual de la inflación registrada durante los doce meses inmediatamente anteriores, con base en las certificaciones publicadas por el DANE.





------


� El prever que la metodología para determinar el valor en pesos de la UPAC debía procurar que ésta reflejara los movimientos de la tasa de interés de la economía. 


� Desde cuando quedó ejecutoriado el Auto del 18 de septiembre de 2008 que admitió la demanda y negó la suspensión provisional de los boletines demandados, decisión confirmada por Auto del 24 de septiembre de 2009 (fls. 248 a 251, c. 1, y 1091 a 1094, c. 2), hasta cuando el proceso se encontraba a órdenes del despacho para registrar el respectivo proyecto de fallo (la primera solicitud de coadyuvancia se presentó el 29 de septiembre de 2008 – fl. 252, c. 1, y la última del 30 de mayo de  2014 (fls. 2327 a 2328, c. 5)  


� El artículo 146 del CCA vigente para cuando se presentaron las manifestaciones de coadyuvancia rechazadas, disponía que en los procesos de simple nulidad cualquier persona podía pedir que se le tuviera como parte coadyuvante o impugnadora, hasta el vencimiento del término de traslado para alegar en primera o en única instancia. 





� Ley 31 de 1992, Artículo 50. De las decisiones de la Junta Directiva. Las decisiones de la Junta Directiva se adoptarán mediante actos de carácter general o particular según la índole de la función pública que se esté ejerciendo. Dichos actos deberán ser firmados por el Presidente y el Secretario de la Junta y se comunicarán y notificarán de acuerdo con la naturaleza de la decisión que contengan. Las demás decisiones se regirán por las normas del derecho privado.


� “El Banco de la República calculará y divulgará mensualmente, para cada uno de los días del período de cálculo e informará con idéntica periodicidad, el valor en moneda legal de la UVR de acuerdo con la metodología prevista en la presente resolución.”





� “El valor en moneda legal colombiana de la Unidad de Valor Real (UVR) de que trata el artículo 3 de la ley 546 de 1999 se determinará diariamente durante el período de cálculo, de acuerdo con la siguiente fórmula:





UVRt=UVR15*(1+i)t/d”


� El marco histórico del que se sirve este análisis se encuentra en el artículo “Aspectos Generales sobre el origen y desarrollo del crédito hipotecario en Colombia” de Andrés M. Mora Cuartas, derivado del análisis realizado en la línea de investigación “Mercados Financieros”, del Grupo de Investigación en finanzas y banca - GIFIB, de la Universidad EAFIT. – Revista EAFIT. Así mismo, se tuvieron en cuenta los antecedentes fácticos y jurídicos de los diferentes cuerpos normativos que se citan a lo largo de este acápite 





El resultado de la lectura integral de dicha  narrativa histórica, nutrida significativamente por la perspectiva técnica de su autor, en asocio con los considerandos normativos igualmente apreciados, se plasma en la reconstrucción argumentativa que hace este acápite, de cara al enfoque jurídico de la sentencia.











� Según el texto fuente que se consulta, los remotos antecedentes de este sistema se encuentran en la crisis y depresión que vivió Estados Unidos en 1929, que generó altas tasas de desempleo, bajo poder adquisitivo y reducción en las ventas de las compañías norteamericanas, conduciendo a que el gobierno estadounidense, después de los consejos de Lauchlin Currie, empleara todos sus recursos para incentivar la economía, diera frente a la pérdida de poder adquisitivo y administrara la mano de obra no calificada que abundaba por la época. Esa situación trató de combatirse con el dinamismo de la construcción, por ser un sector que podría emplear a personas de calificación baja y propiciar una fuente de recursos económicos que incentivaría la economía haciendo circular los dineros; de allí que Estados Unidos buscó jalonar el sector de la construcción para superar la variabilidad del poder adquisitivo, formando las bases de lo que se denominaría posteriormente el sistema de valor constante 





� Cuidar la exacta recaudación de las rentas y caudales públicos y decretar su inversión con arreglo a las Leyes. 





� Depósitos a término Fijo. Tasa muy utilizada, principalmente en el sistema financiero, que se calcula como el promedio ponderado de las diferentes tasas de interés de captación utilizadas por los bancos, corporaciones financieras, corporaciones de ahorro y vivienda y compañías de financiamiento comercial para calcular los intereses que reconocen a los certificados de depósito a término (CDT) con duración de 90 días. 





� A través del mismo pronunciamiento la Corte se declaró inhibida de proveer sobre la constitucionalidad de los Decretos 677, 678, 1229 y 1269 de 1972 y 1127 de 1990, por carencia actual de objeto, así como del Decreto 1730 de 1991, con excepción de los artículos 2. 1. 2. 3. 22 a 2. 1. 2. 3. 26, que declaró inexequibles. 





� Según la Ley 482 de 1998 (art. 5) estos títulos no contarían con la garantía solidaria del Banco de la República; el estimativo de los ingresos producto de su colocación se incluiría en el Presupuesto General de la Nación como recursos de capital, con excepción de los provenientes de la colocación de títulos para operaciones temporales de tesorería; sus rendimientos se atenderían con cargo al Presupuesto General de la Nación; su redención se atendería con cargo a los recursos del Presupuesto General de la Nación, con excepción de las operaciones temporales de tesorería; podrían ser administrados directamente por la Nación, denominados en moneda extranjera; su emisión sólo requerirá del decreto que la autorizara y fijara sus condiciones financieras, no afectaba el cupo de endeudamiento y estaba limitada. 





� Antecedentes determinante de esta Ley fue la Sentencia C-700 del 16 de septiembre de 1999, que declaró  inexequibles todas las normas que estructuraban el sistema UPAC en el Decreto 663 de 1993, dado que tal normatividad no podía consagrarse en un decreto con fuerza de ley expedido en ejercicio de facultades extraordinarias.





� Este Decreto tomó la unidad de valor UVR para denominar los TES “Títulos de Tesorería”, Clase B, emitidos por el Ministerio de Hacienda para ser colocados en el mercado interno con el fin de obtener financiación para las apropiaciones del Presupuesto General de la Nación de 1999 y para financiar operaciones temporales de tesorería (D.R. 2599 de 1998). 


 


� Tal previsión se motivó en la sentencia C-252-98 que declaró exequibles los artículos 2229 y 694 del C. C. bajo el entendido de que no son aplicables a los créditos de vivienda a largo plazo, porque, de un lado, éstos se regulan por normas específicas de intervención del Estado, y, de otra parte, en las obligaciones por créditos  hipotecarios de vivienda a largo plazo, las garantías reales no impiden el pago previo ni validan la imposición de sanciones al deudor que lo hace. 





� Sobre dichos saldos correspondía efectuar la inversión social estatal establecida en el artículo 4º de la Ley 546 de 1999, para abonar a las obligaciones vigentes que hubieren sido contratadas con establecimientos de crédito, destinada a la financiación de vivienda individual a largo plazo, y para contribuir a la formación del ahorro que permitiera formar la cuota inicial de los deudores que hayan entregado en dación en pago sus viviendas, en los términos previstos en el artículo 46 ibídem.





� C. P. Dra. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez





� Nociones extractadas de BACA CURREA, Guillermo. Matemática Financiera. Segunda edición. Fondo Educativo Panamericano, Colombia, 2002, capítulos 4, 7 y 8 





� Cargo de nulidad invocado en los procesos acumulados 14824 y 16053





� Modificado por el artículo 111 de la Ley  510 de 1999


� Sentencias del 20 de marzo de 2003, Exp. No. 13087, C. P. Dra. Ligia López Díaz; del 15 de julio de 2004, Exp. 13088, C.P. Dr. Juan Ángel Palacio Hincapié; y del 10 de junio del 2004, Exp. 12631, C.P. Dr. Juan Angel Palacio Hincapié





� Según este principio, las posibilidades de financiación deben estar al alcance de todas las personas, aun las de escasos recursos. 


� Este criterio orientó la sentencia C-252 de 1998





� Recuérdese que según esta norma la corrección monetaria o el correspondiente reajuste computará como interés en toda obligación pactada con cláusula de reajuste como las expresadas en UPAC. 





� Regulación del interés bancario corriente y moratorio que se aplican en los negocios mercantiles carentes de pacto alguno respecto de los mismos.  


� Tal tesis sostiene que los principios informadores del derecho probatorio como parte del derecho procesal, son los mismos que cumplen para este una labor orientadora, a saber: publicidad, eventualidad, economía procesal, igualdad e imparcialidad, caracterizados por su carácter absoluto una vez adoptados y la imposibilidad de predicar contrarios. Por su parte, las  reglas técnicas son herramientas, en veces contradictorias,  que el legislador puede emplear de acuerdo con las condiciones sociales, culturales y económicas de un determinado país, por ejemplo, la contradicción, no oficiosidad o carga de la prueba, necesidad, comunidad o unidad de la misma y la intermediación; las reglas técnicas opuestas que el legislador puede optar por desarrollar total o parcialmente,  son la no contradicción, oficiosidad, no necesidad ni comunidad, la individualidad y la mediación (LÓPEZ BLANCO. Hernán Fabio, Procedimiento Civil, Pruebas. Segunda edición. Tomo 3, Dupré editores. Bogotá D. C. 2008. P. 33-35)    


� Transcribe el capítulo de pruebas de la demanda: 





1. DOCUMENTALES





Copia auténtica de los Boletines relacionados en la pretensión de la demanda.





Ofíciese a la Secretaría de la Sección Cuarta del Consejo de Estado, para que remita copia auténtica con constancia de ejecutoria de la Sentencia de fecha 1 de septiembre de 2005, radicación 11001-03-27-000-2003-00045-01-13903 M.P. María Inés Ortiz Barbosa, que declaró la Nulidad del Decreto 234 de 2000.





2. INFORME TÉCNICO Y PERITACIÓN DE ENTIDAD OFICIAL: Con fundamento en el artículo 243 del C.P.C. sírvase OFICIAR a la Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Economía, como órgano oficial que dispone de personal especializado, para que Informe Técnicamente si la forma de determinar porcentualmente el incremento de la UVR como lo hace el Banco de la República a través de los Boletines demandados, está acorde con lo establecido en la Ley 546 de 1999 en su artículo 3 y en la parte Resolutiva 6 de la Sentencia C-955 de 2000 proferida por la Corte Constitucional o si por el contrario la forma adecuada es la planteada por los actores en el concepto de violación de esta demanda.    





� “…Pido a Usted  H. Consejero se sirva decretar el Interrogatorio de Parte con el fin de demostrar los hechos de la acción a las siguientes personas: 





- JOSÉ DARIO URIBE ESCOBAR – Gerente General del Banco de la República.


- HÉCTOR MANUEL ZARATE SOLANO – Jefe Sección Estadística  del Departamento Técnico y de Información Económica de la Subgerencia de Estudios Económicos del Banco de la República. 


- CESAR PRADO VILLEGAS – Superintendente Financiero. 


- CAMILO ZEA GÓMEZ – Director de Investigación y Desarrollo de la Superintendencia Financiera.” 
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